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El presente trabajo busca analizar constitucionalmente la reducción y supresión de las 
pensiones jubilares de los ex empleados del Banco Central del Ecuador con la aplicación 
de la Disposición General Tercera de la Ley Reformatoria a la Ley de Régimen Monetario 
y Banco del Estado publicada en el Registro Oficial No.  40 de 20 de octubre de 2009. 
Para este propósito, este documento estudia el principio de no regresividad en el contexto 
de los derechos sociales, sus límites constitucionales a cargo de los Estados, la 
razonabilidad de medidas regresivas y el caso de los Cinco Pensionistas vs Perú, como 
proceso internacional en el que se encuentran involucrados los derechos de propiedad 
privada y seguridad social, de similares características que el de los jubilados del Banco 
Central del Ecuador. 
Posteriormente, se realiza una revisión general del derecho a la seguridad social, su 
contenido y finalidad, y un análisis de la casuística de fallos relevantes nacionales e 
internacionales sobre el tema. 
Finalmente, se concluye con la revisión del Fondo de Pensiones Jubilares y de la 
Disposición General Tercera de la Ley Reformatoria a la Ley de Régimen Monetario y 
Banco del Estado publicada en el Registro Oficial No.  40 de 20 de octubre de 2009, 
mediante la cual se reajustaron las pensiones a los jubilados del Banco Central de 
Ecuador. 
Se utilizó el método de investigación dogmático y un análisis teórico sistémico del punto 
en controversia, determinando que en toda presunta regresividad de derechos sociales, lo 
importante es identificar si existió justificación razonable que determinó la expedición de 
la normativa comparando las disposiciones y jurisprudencia internacionales, caso 
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Este trabajo analiza el principio de no regresividad y progresividad de derechos 
desde la doctrina y jurisprudencia nacional e internacional, garantía sine qua non en el 
Derecho Interno como en el Derecho Internacional.  Es sabido que la regla general 
establece que cualquier norma que restringa el contenido de derechos se presume 
inconstitucional; sin embargo, la Convención Americana de Derechos Humanos ha 
aceptado casos muy excepcionales, en que los Estado pueden adoptar medidas regresivas, 
en tanto no afecten el contenido mínimo de los derechos. 
Por otra parte, dentro del Estado Constitucional de Derechos, y Justicia, el estado 
Ecuatoriano, se constituye en el principal garante de los derechos de las personas, más 
aún, si cuenta con las características de: constitucional, social y justo y, teniendo la 
obligación de expedir políticas públicas y normativa jurídica, progresivas y no regresivas 
de derechos, no sólo en cuanto a su procedimiento formal sino principalmente en su 
validez material. 
En el caso concreto, se ha analizado el derecho constitucional a la seguridad social, 
como un derecho o conjunto de derechos de carácter previsional y prestacional, que busca 
satisfacer los estados de necesidad de las personas en todo tipo de contingencias el cual 
se fundamenta en el Seguro Social Obligatorio.  Por otra parte, en el Ecuador, también 
existen los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, fondos que pretenden 
mejorar las prestaciones no contempladas en el Seguro Universal. 
Debido a ello, se tomará en cuenta el caso de los Cinco Pensionistas en el Perú, en 
el que se redujo las pensiones jubilares de dichos pensionistas, situación similar que 









1. El Principio de no Regresividad en el Contexto de los Derechos Sociales 
 
1.1. Principio de no regresividad en los derechos sociales 
 
Regresividad, en palabras sencillas significa: ir hacia atrás, afectar a algo o alguien 
o, "que remite o retrocede gradualmente” (Real Academia Española 2014).  En otras 
palabras, si hablamos de no regresividad o no-regresivo nos referiremos a la prohibición 
de volver hacia atrás, o no poder retroceder a un sitio o situación previa. 
La prohibición de retroceder implica la obligación de no hacer y adicionalmente, 
la prevención, precaución o cuidado en hacer algo que puede ocasionar daño.  Por 
ejemplo, una señal de tránsito que prohíbe curvar a la izquierda, tiene como objetivo que 
los conductores no giren con su vehículo a esa dirección, así como también precautelar 
posibles accidentes de conductores y transeúntes.  Por el contrario, si se desobedece a este 
aviso, además de transgredir una disposición legal, que es el efecto más obvio, 
disminuimos nuestra seguridad y la de los demás. 
Es por eso que en este trabajo, al referirnos a la “prohibición de regresividad de 
derechos”, debemos comprender la segunda parte de este principio, es decir, “derecho o 
derechos” que, de manera subjetiva, es referente a la facultad que tenemos los individuos 
para hacer o exigir algo a particulares o al Estado y que éste, los garantice y satisfaga, 
como su principal protector.  Así, al hablar de prohibición de regresividad de derechos, 
nos encontraríamos frente a la obligación del aparataje estatal en el respeto y satisfacción 
de derechos.  Por ejemplo, el Estado no debe interferir en nuestra opinión, nuestros 
derechos sociales, peor aún, limitarlos. 
En otras palabras y dándole una connotación más técnica, la regresividad de 
derechos no es otra que la afectación a un derecho constitucional por medio de normas 
jurídicas o políticas públicas expedidas; por lo que, la prohibición de regresividad sería 
el impedimento jurídico, por parte del Estado para disminuir el alcance o cobertura de un 
derecho constitucional previamente establecido por las circunstancias que fueren. 
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Doctrinariamente, Courtis señala que existen dos nociones de regresividad: 1) la 
regresividad a los resultados a una política pública1, la cual se determina cuando en una 
política posterior se hayan empeorado un derecho en relación con los de un punto de 
partida temporalmente anterior elegido como parámetro (Courtis 2006); y, 2) la 
regresividad normativa, la que se acredita comparando si la norma posterior suprime, 
limita o restringe derechos o beneficios concedidos por la anterior (Courtis 2006).  Claro 
está, los particulares, personas naturales o jurídicas también podrían transgredir el 
principio de no regresividad de derechos; sin embargo, para estos sujetos preferiríamos 
referirnos a una violación de derecho, per se, siendo lo adecuado hablar de regresividad 
únicamente para el Estado y sus organismos con potestades legislativas. 
Es importante resaltar desde ya en este trabajo, la conjunción que tiene la 
prohibición de regresividad de derechos frente a los derechos económicos, sociales y 
culturales o derecho del buen vivir como se conoce en nuestra Constitución, pues, es el 
Estado, el cual dentro de sus obligaciones a nivel internacional como internamente, debe 
el respeto y satisfacción progresiva de derechos, catalogados en la doctrina internacional 
como derechos humanos2 o a nivel interno, como derechos constitucionales. 
Así, el jurista checo Karel Vasak, clasificó los derechos humanos en derechos de 
primera generación (derechos civiles y políticos) y de segunda generación (derechos 
económicos, sociales y culturales o simplemente DESC), estos últimos, considerados 
como simple retórica política, no exigibles en la vía judicial, de intervención estatal 
(derechos-prestación) u obligaciones positivas estatales que deben solventarse con 
recursos del erario público (Hayek 1976), entre otras características3. 
Los derechos económicos, sociales y culturales o comúnmente derechos sociales, 
surgieron del nacimiento de la llamada “cuestión social” hacia la segunda mitad del siglo 
XIX en los países europeos en los Estados de Bienestar, como una reacción a las 
desigualdades y la exclusión que el propio capitalismo generaba en abierta tensión con la 
                                                 
1 Puntualizamos que la regresividad a los resultados de una política pública no será tratada en este trabajo, 
considerando que el tema central de esta investigación está en la regresividad normativa, más aún, si 
analizaremos un caso real de supresión de pensiones jubilares en el Ecuador. 
2 Los derechos humanos son los derechos por excelencia, inherentes a la naturaleza y dignidad humana, 
ajenos de cualquier distinción de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional o étnico, color, 
religión, lengua, o cualquier otra condición, que poseen características de universalidad, inalienabilidad, 
interdependientes e indivisibles, concepto recogido de la definición de derechos humanos, 
http://www.ohchr.org/SP/Issues/Pages/WhatareHumanRights.aspx 
3 Autores como Abramovich y Courtis establecen que este tipo de derechos superan el marco del Estado y 
deben situarse en el plano de la cooperación internacional.   
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lógica que alentaba el carácter absoluto de los derechos patrimoniales (Abramovich, 
Añón y Courtis 2003, 24). 
Los derechos económicos, sociales y culturales han sido reconocidos 
judicialmente4, por lo que dejan de ser meras retóricas o fines programáticos de los 
Estados para ser protegidos y garantizados efectivamente por la Función Judicial, más 
aún, en un estado social de Derecho56como el nuestro, que garantiza el constitucionalismo 
social.  Por lo que, más allá del debate de la exigibilidad de los derechos, económicos, 
sociales y culturales y su cumplimiento, nuestra posición es decantamos por la teoría de 
los niveles de obligaciones estatales de Fried Van Hoof7 consistente en las obligaciones 
por parte de los Estados en respetar, proteger, garantizar y promover todos los derechos. 
Pero, qué ¿son los derechos sociales? Al respecto, una definición señala que 
serían expectativas o pretensiones de recursos y bienes dirigidos a satisfacer necesidades 
básicas, tales como: educación, salud, vivienda, seguridad social, entre otros 
(Abramovich, Añón y Courtis 2003, 23). 
Para la Corte Constitucional del Ecuador, dentro del Dictamen No. 005-13 DTI-
CC, Caso No.  0028-11-TI de 05 de marzo de 2013, los derechos sociales serían derechos 
prestacionales suministrados por el Estado, que surgen como formas de protección a los 
trabajadores y obreros, frente a los infortunios derivados del ejercicio del trabajo, de 
forma que no se permita el detrimento de la dignidad humana. 
                                                 
4 Constitución de la República del Ecuador, Artículo 11 numeral 3 inciso tercero.- Los derechos serán 
plenamente justiciables.  No podrá alegrarse falta de norma jurídica para justificar su violación o 
desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento.   
5 Constitución de la República del Ecuador, Artículo 1.- El Ecuador es un Estado constitucional de derechos 
y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico.  Se 
organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. 
6 El principio del estado social consiste en la satisfacción para todo ser humano de ciertas necesidades 
consideradas básicas, a la luz de la noción de dignidad humana y del desarrollo material y científico de 
nuestras sociedades. 
7 Fried van Hoof propone un esquema consistente en señalamiento de niveles de obligaciones estatales que 
pueden discernirse en cuatro niveles de obligaciones: obligaciones de respetar, obligaciones de proteger, 
obligaciones de garantizar y obligaciones de promover.  Las obligaciones de respetar se definen por el 
Estado de no inferir, obstaculizar o impedir el acceso al goce de los bienes que constituyen el objeto del 
derecho.  Las obligaciones de proteger consisten en impedir que terceros infieran, obstaculicen o impidan 
el acceso a esos bienes.  Las obligaciones de garantizar suponen asegurar que el titular del derecho acceda 
al bien cuando no puede hacerlo por sí mismo.  Las obligaciones de promover se caracterizan por el deber 
de desarrollar condiciones para que los titulares del derecho accedan al bien.  Fried Van Hoof, refuerza la 
unidad entre los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales y culturales, estos tipos de 
obligaciones estatales pueden ser hallados en ambos pares de derechos.  Por ejemplo, señala Van Hoof, la 
libertad de expresión no requiere sólo el cumplimento de la prohibición de censura sino que exige la 
obligación de crear condiciones favorables para el ejercicio de la libertad de manifestarse mediante la 




En este sentido, el mismo dictamen arriba mencionado, pone a colación lo 
señalado por Alexy (2002) en el Dictamen No. 005-13 DTI-CC, Caso No.  0028-11-TI 
de 05 de marzo de 2013: 
 
Los derechos a prestaciones en sentido estricto son derechos del individuo frente al Estado 
a algo que-si el individuo poseyera medios financieros suficientes y si encontrase en el 
mercado una oferta suficiente-podría obtenerlo también de los particulares.  Las 
prestaciones a las que hace referencia Alexy no son más que actuaciones del Estado (en 
forma de bienes y servicio) constatables y medibles, como lo puede ser la creación de un 
sistema de pensiones para los jubilados por ejemplo.  Se podría decir.  En otras palabras, 
que los derechos sociales se regulan constitucionalmente como mandatos de 
optimización, puesto que regulan la necesidad de alcanzar ciertos fines, pero dejan de 
alguna manera abierta las vías para lograrlos.  La obligación de suministrar prestaciones 
vincula a todos los poderes, no simplemente a las autoridades de carácter administrativo.  
Desde luego, obligan también al legislador. 
 
Sobre este criterio, se resalta que para el profesor alemán de filosofía en Derecho, 
los derechos sociales serían mandatos de optimización, es decir, normas abiertas que 
disponen que algo se realice en la mayor medida posible, en este caso, obligaciones 
estatales prestacionales, en forma de bienes o servicios, que propenden garantizar el 
mayor goce de los derechos constitucionales a través de políticas públicas y decisiones 
judiciales, en torno a las condiciones necesarias para precautelar el bienestar individual. 
Además menciona Alexy, la posibilidad de que las personas al poseer los medios 
suficientes y existir la alternativa privada para la satisfacción de estas necesidades básicas, 
podría acudir a estos servicios, no siendo indispensable, para todos, que el Estado las 
realice. 
Queda claro entonces el contexto de los derechos económicos, sociales y 
culturales y la responsabilidad de los Estados como primeros garantes de los derechos 
constitucionales, para ello es necesario referirnos a los artículos 2.1 y 5.2 del PIDESC, 
que mencionan que los estados se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto 
económicas como sociales, para lograr la progresividad y efectividad de todos los 
derechos reconocidos en este Pacto y al mismo tiempo prohíbe la restricción o limitación 
de los derechos constitucionales reconocidos en un país.  Es decir, no solo que existe la 
prohibición de restringir derechos como hemos analizado en este trabajo, sino que 
además, los Estados están obligados a la efectividad de derechos, es decir a la 
progresividad en su contenido, a favor de sus ciudadanos. 
Para mayor comprensión, partiremos de los términos progresivo o progresividad 
que a breves rasgos significan: mejorar o incrementar poco a poco algo o “avanza(r) o 
 19
aumenta(r) gradualmente”8; es decir, comprende el acrecentar una situación de manera 
favorable en el transcurso del tiempo.  Por ejemplo, el Bono de Desarrollo Humano en 
Ecuador, es una política pública de carácter social que tiene como propósito satisfacer las 
condiciones mínimas de vida de los ecuatorianos en extrema pobreza a través de un pago 
mensual por parte del Estado, entonces, al incrementarse este bono en el año 2017, se 
garantiza un avance en el goce de los derechos de las personas beneficiarias. 
Ya en el campo doctrinario, autores como Courtis señalan que la progresividad 
debe ser entendida desde dos connotaciones: la primera que tiene que ver con la 
gradualidad; es decir, con la satisfacción paulatina de los derechos económicos, sociales 
y culturales en el transcurso del tiempo; y, la segunda en el progreso, consistente en la 
obligación del Estado en mejorar las condiciones de goce y ejercicio de los derechos, a 
través de medidas de carácter legal, que efectivicen su cumplimiento. 
En adición a este concepto, las Normas para la confección de informes periódicos 
previstos en el artículo 19 del Protocolo de San Salvador definen a la progresividad como 
el avance paulatino en el establecimiento de las condiciones necesarias para garantizar el 
ejercicio de un derecho económico, social o cultural. 
Cabe señalar que el principio de progresividad se refuerza con otros como así lo 
señalan tanto la doctrina como a jurisprudencia uno de ellos sería el reconocido a nivel 
internacional por la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, denominado 
principio indubio pro justitia socialis9, que busca una regulación más favorable al 
bienestar social, es decir, otorgar progresividad a los derechos constitucionales. 
Este principio conlleva que la regulación e interpretación de las normas se las 
realice con mayor favorabilidad en los derechos económicos, sociales y culturales, es 
decir, asiste principalmente en la mayor satisfacción de derechos de las personas, como 
parte más vulnerable que existe dentro de Estado.  Este principio en nuestro país, se 
encuentra recogido en el numeral 3 del artículo 1 de nuestra Constitución, al establecerse 
que uno de los primigenios deberes del Estado, es garantizar sin discriminación alguna el 
efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
                                                 
8 Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, http://dle.rae.es/?id=UJmduHB. 
9 “(…) tiene categoría constitucional el siguiente principio de hermenéutica jurídica: in dubio pro justitia 
socialis.  Las leyes, pues, deben ser interpretadas a favor de quienes al serles aplicadas con este sentido 
consiguen o tienden a alcanzar el “bienestar”, esto es, las condiciones de vida mediante las cuales es posible 
a la persona humana desarrollar conforme a su excelsa dignidad (…) (Esta Corte) ha confirmado 
enfáticamente, que las leyes de materia previsional deben interpretarse conforme a la finalidad que con 
ellas se persigue, lo que impide fundamentar una interpretación restrictiva (…)” Fallo de la Corte Suprema 
Argentina, BERÇAITZ, Miguel Ángel s./jubilación, del 13 de septiembre de 1974, CSJN, Fallos, 289:430. 
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internacionales, entre ellos, la educación, la salud, la alimentación, la seguridad social y 
el agua para sus habitantes.10 
Adicionalmente se encuentra el principio pro homine (Abramovich y Courtis s.f) 
que menciona que en caso de duda, deberá escogerse la interpretación que tenga una 
mayor extensión o ámbito de aplicación de los derechos, frente a la norma que limite su 
correcto ejercicio. 
Ambos principios complementan al principio de progresividad de derechos 
constitucionales, pues buscan una interpretación más favorable en los derechos 
constitucionales así como también garantizar en mayor medida resoluciones 
jurisdiccionales que favorezcan un mayor espectro en la aplicación de derechos. 
Ya en el plano nacional, la Constitución Ecuatoriana de 2008 recoge los principios 
de no regresividad y progresividad en el artículo 11 numerales 4 y 8 estableciendo: 
 
4.- Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las 
garantías constitucionales. 
8.  El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las 
normas, la jurisprudencia y las políticas públicas.  El Estado generará y garantizará las 
condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. 
Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, 
menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos.11 
 
El numeral cuarto de la referida disposición, es enfático en señalar que toda norma 
jurídica, incluyendo la Constitución, no puede restringir derechos o garantías, es decir, no 
puede disminuir el alcance o goce de un derecho, conociéndose de antemano que en toda 
norma existe la presunción de constitucionalidad ya que se entiende que el legislador 
observó previamente el contenido mismo de la Constitución, los tratados internacionales 
y el derecho en cuestión. 
Por otra parte, el numeral octavo obliga de igual manera a los órganos 
administrativos estales así como a los juzgados, tribunales y altas cortes del país en emitir 
actos normativos, políticas públicas y resoluciones jurisdiccionales que satisfagan y 
mejoren el contenido de los derechos, siempre con la mayor favorabilidad en su efectivo 
goce. 
Finalmente, establece la regla general de rango constitucional que cualquier 
acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule 
                                                 
10 Constitución de la República del Ecuador, Elementos Constitutivos del Estado, Capítulo Primero, 
Artículo 3 numeral 1. 
11 Constitución de la República del Ecuador, Derechos, Capítulo Primero, Artículo 11 numeral 8. 2008. 
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injustificadamente el ejercicio de los derechos, se torna inconstitucional.  Sin embargo, 
es interesante la forma en que el Constituyente redactó este inciso, pues como se puede 
observar consta la palabra cualquier que no puede entenderse como toda; por lo que en 
mi opinión, la Constitución de 2008 acepta como teoría relativa a la regresividad pues 
deja un pequeño espacio de discrecionalidad para admitirse excepciones12. 
En este sentido, en el contexto internacional, los Principios de Maastricht13 
establecen como un criterio sobre regresividad e inconstitucionalidad de derechos el que 
el Estado emita legislación que impida el goce continuo o la suspensión de un derecho 
con la adopción de leyes o políticas que traten de menoscabar su ejercicio, estableciendo 
como parámetro excepcional de limitación de los derechos económicos, sociales y 
culturales, las permitidas en el derecho internacional siempre que todas las garantías 
procesales y sustantivas hayan sido satisfechas y razonables14. 
 
1.2. La razonabilidad de las normas en los derechos sociales 
 
Es conocido que todo derecho, incluso los derechos constitucionales son 
derrotables, por lo que en cada acto normativo que regule derechos habrá preponderancia 
a favor de unos o en contra de otros, siendo la razonabilidad15 un aspecto vital para 
determinar si una medida puede ser considerada o no regresiva de derechos. 
Racional o razonable, puede ser comprendido como una interpretación de algo 
que suena lógico o que convence, mientras que, la razonabilidad, dentro de un plano 
netamente jurídico, sería el espacio concreto de discrecionalidad utilizado por el 
legislador o el órgano ejecutivo, para regular un derecho consagrado en la Constitución, 
                                                 
12 Corte Constitucional de Colombia, “Sentencia” en Juicio C-228/11, el 30 de marzo de 2011. 
13 Basados en el derecho internacional, estos Principios aclaran el contenido de las obligaciones extra-
territoriales de los Estados de realizar los derechos económicos, sociales y culturales con el fin de promover 
y dar pleno efecto a los fines de la Carta de las Naciones Unidas y los derechos humanos internacionales.  
Estos principios complementan y se basan en los Principios de Limburgo sobre la Aplicación del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1986) y las Directrices de Maastricht sobre 
Violaciones a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1997), 
https://www.fidh.org/IMG/pdf/maastricht-eto-principles-es_web.pdf, 5. 
14 El principio de no regresividad acepta como excepción válida a la razonabilidad, es decir, a la expedición 
de un acto administrativo de carácter general, que afecte un derecho constitucional pero de manera racional.  
En otras palabras, la razonabilidad sería el espacio concreto de discrecionalidad utilizado por el legislador 
o el órgano ejecutivo, para regular un derecho consagrado en la Constitución, en los tratados internacionales 
o en la ley. 
15 Debemos señalar que ni el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española contempla una 
definición del término racional, para ello la aproximación más clara a su significado la pudimos encontrar 
en el Diccionario Jurídico Elemental de Guillermo Cabanellas de Torres, indicando en su quinta y octava, 
novena y décima acepciones, los términos de Argumento, Explicación, Causa, Motivo.  pp. 337.   
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en los tratados internacionales o en la ley (Courtis y Abramovich 2004, 97).  Aquello que 
no se encuentra expresamente en una norma pero que puede ser mayoritariamente 
entendido y aceptado luego de un estudio minucioso para llegar a una conclusión jurídica. 
Pero, ¿que debe considerarse para que una norma sea razonable o exista 
razonabilidad?, una norma razonable se refiere a aquella que guarda armonía con todo el 
ordenamiento jurídico, especialmente al respecto de la Constitución de la República, los 
derechos de las personas, sin que exista afectación a derechos de terceros. 
Autores como Christian Courtis y Víctor Abramovich, señalan que “[…] una 
limitación que la Constitución y los tratados de derechos humanos pertinentes imponen 
sobre los poderes Legislativo y Ejecutivo a las posibilidades de reglamentación de los 
derechos económicos, sociales y culturales” (Abramovich y Courtis s.f, 40) 
En otras palabras, los tratados de derechos humanos y las constituciones de cada 
país, deben ser observados para que los Estados expidan normas que regulen derechos 
constitucionales, constituyéndose en topes de Derecho para emitir actos normativos que, 
de no observarse, constituirían normas regresivas o inconstitucionales. 
De igual forma, uno de los instrumentos internacionales más reconocidos sobre 
derechos económicos, sociales y culturales es el Pacto Internacional sobre Derechos 
Económicos Sociales y Culturales o simplemente PIDESC (ONU. Derechos Humanos 
1969) el cual aclara que los Estados, sobre la base de la dignidad humana, están obligados 
a promover el respeto y goce efectivo de los derechos y libertades. 
Por lo tanto, al momento de la expedición de una norma jurídica, la jurisprudencia 
internacional, considera que se deberá considerar la no afectación a la parte sustancial o 
contenido mínimo esencial del derecho, la relación que existe entre el medio y el fin que 
tiene la norma expedida y la proporcionalidad o grado de afectación que tendría la entrada 
en vigencia de una ley que disminuya un derecho y afecte a la mayoría de la población. 
En cuanto al contenido mínimo16de derechos, como parámetro para dictar una 
norma jurídica, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, realiza una 
                                                 
16 Constitución argentina, artículo 28.- “Los principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores 
artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su contenido”, que supone una “sustancia” 
de los principios, garantías y derechos anterior a su reglamentación por vía legal.  Similar función cumple 
la llamada garantía del contenido esencial del derecho, originaria de la tradición constitucional alemana 
(art. 19.2 de la Ley Fundamental de Bonn, art. 19.2: “en ningún caso se podrá afectar el contenido esencial 
del derecho fundamental”), y refleja en el art.  53.1 de la Constitución española (“Solo por ley, que en todo 
caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades”).  En 
sentido similar, Constitución Federal suiza, art. 36.4: “El contenido esencial de los derechos fundamentales 
es inviolable”; Constitución Húngara, art.  8.2: “En la República de Hungría la ley puede reglamentar 
derechos y obligaciones fundamentales; dicha ley, sin embargo, no puede restringir el contenido y el 
significado esenciales de los derechos fundamentales”. 
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interesante diferenciación entre contenido esencial y contenido mínimo esencial, dos 
conceptos relativamente similares pero con grandes diferencias. 
Por un lado, el contenido esencial se refiere al estándar de reconocimiento y 
aplicación universal relacionado a la aplicación de las condiciones prevalecientes en un 
determinado Estado, es decir a los parámetros fijados en el Derecho Internacional para un 
derecho en específico. 
Por ejemplo, la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad.  En estos 
casos, el Comité acepta que en circunstancias excepcionales que los elementos esenciales 
puedan ser objeto de ponderación con otros intereses constitucionales, que en un caso 
concreto, puedan llegar a prevalecer si existe una justificación imperiosa para ello. 
Por otro, el contenido mínimo esencial es aquel estándar que debe ser garantizado 
con independencia de la situación económica o las condiciones desfavorables que 
enfrenten los estados.  Constituye la línea base que debe ser garantizada para todas las 
personas en todos los contextos y que no puede ser restringida (Courtis 2006, 58-59). 
Autores como Oscar Parra Vera, con el afán de realizar un propuesta metodológica 
desde una perspectiva pragmática, se refiere al término esencial para señalar aquello sin 
lo cual se desnaturaliza un determinado derecho, pues conlleva cuatro puntos claves: a) 
la dogmática de las fuentes normativas del contenido esencial 2) la dogmática de la 
determinación del contenido y la correlación entre derechos y deberes.  3) la dogmática 
del precedente judicial y 4) la dogmática de los sujetos de especial protección, tarea para 
nada fácil, como incluso el mismo lo reconoce. 
Por otro lado, la doctrina también acota como aspecto de observación en la 
emisión de normas jurídicas, el debido proceso sustantivo (Courtis 2006, 22-23)o 
material, el cual busca garantizar que las reglamentaciones de derechos sociales 
propuestas por el legislador o por el Poder Ejecutivo no empeoren la situación de 
reglamentación del derecho vigente, desde el punto de vista del alcance y amplitud de su 
goce (Courtis y Abramovich 2004, 97) cuando una norma de jerarquía constitucional o 
de derechos humanos ampara en mayor rango su ejercicio. 
De igual manera, el artículo 4 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC)17, conjuntamente con el artículo 5 del Protocolo de San 
                                                 
17 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 4 “Los Estados Partes en el 
presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente Pacto por el 
Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida 
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Salvador18 y otras normas similares contenidas en instrumentos internacionales de 
derechos humanos, establecen que los ejercicios de los derechos consagrados en estos 
instrumentos no deben exceder la naturaleza jurídica19 del derecho reglamentado, con lo 
que se garantiza una racionalidad en la emisión de actos normativos y posibles 
regresividades. 
Por ejemplo, la Corte Suprema Argentina considera que la validez de los 
reglamentos tomados por el poder legislativo, deben estar proferidos en base al principio 
de razonabilidad, el cual permite analizar si las circunstancias que motivaron la 
elaboración de una norma, son proporcionadas con el fin que las justifica20.  En otras 
palabras, al juzgador le corresponde verificar analíticamente si la medida adoptada por 
parte del Estado se encuentra a fin a los objetivos de la norma. 
Pero como hemos iniciado en este subtema, al momento de expedir una norma, se 
pueden encontrar en pugna varios derechos, los cuales en determinados casos, 
colisionarán favoreciendo a unos y desfavoreciendo a otros, siendo evidente que los 
órganos estatales con potestad legislativa puedan dictan normas que tengan restricciones 
a derechos constitucionales. 
Siendo así, a partir de los precedentes que la Corte Europea de Derechos Humanos 
conjuntamente con la Corte Interamericana de Derechos Humanos han determinado, en 
el caso “Comunidad Indígena Yakye Axa c.  Paraguay”, se establece una regla al respecto 
señalándose que las restricciones a los derechos individuales deben ser necesarios y 
                                                 
compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general 
en una sociedad democrática.” 
18 Por ejemplo, Principios de Limburgo, Principio 56: “La restricción compatible con la naturaleza de esos 
derechos requiere que una limitación no deberá interpretarse o aplicarse en menoscabo de la naturaleza 
intrínseca de un determinado derecho.” 
19 La jurisprudencia de la Corte Suprema argentina ofrece numerosos ejemplos de aplicación del principio 
de razonabilidad en la reglamentación de derechos sociales.  En el caso “Rolo Zapa, Víctor Francisco”, del 
30/10/1986, declaró la inconstitucionalidad de una ley reglamentaria del derecho a jubilaciones móviles del 
art. 14 bis de la constitución argentina, por conducir a una desproporcionada reducción de los haberes 
previsionales con claro apartamiento de los derechos constitucionales consagrados.  En el caso “Vega, 
Humberto Atilio c.  Consorcio de Propietarios del Edificio Loma Verde y otros s/accidente-ley 96888”, del 
16/12/1993, se constató que la utilización del salario mínimo vital y móvil establecido por la res.  7/88 para 
el cálculo del tope indemnizatorio previsto en la ley de accidentes de trabajo, había implicado la 
pulverización del real significado económico del crédito del actor. 
20 En Argentina en el caso “Pedro Inchauspe Hnos.  c.  Junta Nacional de Carnes”, cit., la Corte entendió 
que las condiciones de desenvolvimiento de la Industria de carnes justificaban plenamente la sanción de la 
ley 11.747, con la cual el Congreso se propuso impedir el monopolio, las maniobras y los procedimientos 
arbitrarios de las empresas industrializadoras en la adquisición de la hacienda, crear un instrumento de 
lucha contra la organización que determinaba el comercio de carnes, lograr un mayor consumo externo e 
interno y abaratar este último acercando los productores a los consumidores y mejorando la calidad de las 
carnes. 
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proporcionales para poder lograr un objetivo apegado a derecho dentro de una sociedad 
democrática, así: 
 
La necesidad de las restricciones legalmente contempladas dependerá de que estén 
orientadas a satisfacer un interés público imperativo, siendo insuficiente que se 
demuestre, por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil u oportuno.  La 
proporcionalidad radica en que la restricción debe ajustarse estrechamente al logro de un 
legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del 
derecho restringido.  Finalmente, para que sean compatibles con la Convención las 
restricciones deben justificarse según objetivos colectivos que, por su importancia, 
preponderen claramente sobre la necesidad del pleno goce del derecho restringido (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 2005) 
 
Con lo manifestado en párrafos anteriores, no sólo es importante justificar que la 
restricción satisfaga el interés público sino que sea legítimo, es decir, que sea válida en 
Derecho, que sea justo y alienada a los fines de un Estado determinado, y que además que 
la medida adoptada sea la menos lesiva para el goce de los derecho individuales en 
cuestión, y, que de entre todas las medidas por adoptarse la utilizada fue la menos 
perjudicial para los sujetos afectados en sus derechos, con lo que en esta sentencia se hace 
énfasis en el examen de proporcionalidad. 
Ya en un análisis para determinar si una norma es inconstitucional en cuanto afecta 
al principio de no regresividad, uno de los métodos más utilizados es el denominando 
conglobamiento por instituciones, que consiste en tomar el conjunto de instituciones 
jurídicas relacionadas que tengan que ver con el derecho en cuestión y aplicar la 
disposición jurídica que regula de una manera más favorable cada una de las instituciones 
comparadas. 
Lo importante de este método está, en que se abarca todo el sistema establecido 
por la norma, realizando una evaluación en conjunto del régimen jurídico objeto de 
análisis, permitiendo llegar a la declaración de inconstitucionalidad de los aspectos más 
restrictivos de una norma y mantener la validez del resto de la norma, lo que a mi modo 
de ver es sano pues se realiza un análisis holístico de la situación jurídica frente a la 
posible regresividad. 
Por otra parte, al entrar este tipo de inconstitucionalidades o controversias en el 
plano judicial, considerando el principio pro legislatore reconocido en nuestra 
Constitución y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
desde el punto de vista doctrinario, demostrar que no existe regresividad conlleva a que 
la carga de la prueba sea para el Estado, quien a su vez tiene que argumentar la 
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razonabilidad que tiene la aprobación de una norma violatoria a los derechos sociales 
(Courtis y Abramovich 2004, 102). 
Respecto a la carga probatoria que tiene el Estado, dentro del análisis de la 
regresividad, la Corte Suprema de los Estados Unidos de América se ha pronunciado al 
indicar que siempre existirá un cuestionamiento en todas las normas que sean 
discriminatorias, y que ataquen a un grupo racial o de cualquier otra índole, denominando 
estas normas como categorías sospechosas.  Al existir la carga probatoria por parte de 
los Estados, se busca evitar a toda costa el ataque injustificado y la violación de los 
derechos de las minorías discretas e insulares, que son promovidos por los procesos 
políticos.21 
El criterio de categoría sospechosa para la distinción legal de una norma expedida, 
permite que la carga de la prueba se invierta correspondiéndole al Estado la justificación 
de la medida tomada.  Esto a su vez, determina la ilegitimidad de una norma o medida 
diferenciadora, cuando los factores enumerados en la Constitución y tratados 
internacionales sobre derechos humanos, establecen una prohibición expresa de 
discriminación de toda persona, o grupo que forman parte del pueblo soberano. 
La doctrina y jurisprudencia italiana, ha incluido dentro de su Constitución la 
prohibición expresa de la discriminación, en su artículo 3, que dispone que está vetado en 
la emisión de la leyes las calificaciones subjetivas como elementos de distinción o 
diferenciación como el sexo, la raza, lengua o religión22; y la jurisprudencia a su vez 
concluye que la prohibición de operar distinciones en el procesamiento de algunos datos, 
actúa como una presunción de irracionalidad de ciertas prohibiciones (Amato y Barbera 
1984, 308). 
El Tribunal Constitucional español, expresa el especial cuidado al momento de 
enjuiciar la razonabilidad de un factor diferenciador, es así que el artículo 14 de la 
Constitución española23 establece que “[…]existe una interdicción de tener en cuenta 
                                                 
21 CF.  Linares, Razonabilidad de la Leyes.  El debido proceso como garantía innominada en la constitución 
argentina, 213. 
22 Constitución Política de Italia, Artículo 3.- Todos los ciudadanos tienen igual dignidad social y son 
iguales ante la ley, sin distinción de sexo, raza, idioma, religión, opinión política, personal y condiciones 
sociales.  Es deber de la República para eliminar esos obstáculos de orden económico o social que limitan 
la libertad y la igualdad de los ciudadanos, lo cual se impide el pleno desarrollo de la persona humana y la 
participación efectiva de todos los trabajadores en la organización política, económica y social del país. 
23 Constitución Política de España, artículo 14.- Los españoles son iguales ante la ley y no pueden de 
ninguna manera ser discriminado por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
condición personal o social o circunstancia. 
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como criterios de diferenciación aquellos elementos como el nacimiento, raza, sexo, o 
condición social[…]”24 y si ese elemento diferenciador de trato, es evidente en la emisión 
de una norma se la debe categorizar como “sospechosa” de inconstitucionalidad, por lo 
que con un mayor rigor se debe analizar su razonabilidad. 
La alegación de cualquiera de los elementos diferenciadores indicados en el 
párrafo anterior, da un respiro al accionante, ya que la carga de demostrar la relevancia 
constitucional de desigualdad recae en el Estado25, y es aún más rigorosa, si la emisión 
de la norma de una manera arbitraria lesiona de manera evidente los derechos de alguno 
de los factores del grupo, determinados en el artículo 14 de la Constitución española.26 
En resumen, las emisión de normas jurídicas deberán observar la Constitución y 
los tratados de derechos humanos y la garantía de no regresividad y progresividad de 
derechos, con el objeto de no afectar el contenido mínimo de los mismos, debido proceso 
material y naturaleza jurídica de los derechos; sin perjuicio que en casos excepcionales, 
el Estado emita normas presuntamente regresivas de derechos, en las cuales el estado 
tendrá la responsabilidad de justificar su adopción y siempre y cuando estas 
particularidades sean permitidas en el Derecho Internacional. 
 
1.3. El caso de los Cinco Pensionistas vs. Perú 
 
El caso más conocido a nivel internacional respecto al derecho a la seguridad 
social y prohibición de regresividad, es el caso de los Cinco Pensionistas contra el Estado 
de Perú que se originó en el año de 1974 cuando se emitió el Decreto-Ley Nº 20530 
titulado “Régimen de Pensiones y Compensaciones por Servicios Civiles Prestados al 
Estado no comprendidos en el Decreto-Ley 19990”, en el cual los señores Carlos Torres 
Benvenuto, Javier Mujica Ruiz-Huidobro, Guillermo Álvarez Hernández, Reymert Bartra 
Vásquez y Maximiliano Gamarra Ferreyra habían trabajado en la Superintendencia de 
Banca y Seguros y cesaron después de haber prestado más de 20 años de servicios en la 
Administración Pública. 
                                                 
24 Sentencia del Tribunal Constitucional español 83/1984 del 24 de julio-BOE del 14 de agosto de 1984, 5. 
25 Sentencia del Tribunal Constitucional Argentino 59/1982, del 28 de julio-BOE del 18 de agosto de 1982-
FJ 3; sentencia 34/1984, del 09 de marzo -BOE del 3 de abril de 1984-FJ 2; sentencia 63/1984, del 21 de 
mayo-BOE del 19 de junio de 1984-FJ 4. 
26 Sentencia del Tribunal Constitucional español 81/1982, del 21 de diciembre-BOE del 15 de enero de 
1983-FJ 2. 
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Acogiéndose a este decreto ley, los pensionistas obtuvieron una pensión nivelada 
o “célula viva” que consistía en ser beneficiarios de una pensión jubilar que iba 
ajustándose a la remuneración del puesto de la persona que se mantenía en actividad, 
montos que eran cubiertos por un Fondo Propio de dicha Institución; sin embargo, luego 
de algunos años de recibir sus pensiones de manera mensual, mediante Ley 28.4999, a 
partir del año 1992, se redujo el monto de sus pensiones en aproximadamente un 78%, 
sin previo aviso ni explicación alguna y se estableció montos máximos a las pensiones27. 
Este caso se centra en el análisis de tres derechos fundamentales: derecho a la 
propiedad privada (artículo 21), protección judicial (artículo 25) y desarrollo progresivo 
(artículo 26) de la Convención Americana de Derechos Humanos.  Debemos aclarar que 
para efectos de este trabajo nos centraremos en el análisis del caso particular del derecho 
a la propiedad privada y en el principio de no regresividad y progresividad de derechos. 
Es importante que en el caso, nunca estuvo en discusión si los cinco víctimas tenía 
derecho o no a las pensiones niveladas por cuanto el Estado nunca impugnó si los 
reclamantes eran acreedores a este derecho, es más, las víctimas obtuvieron fallos de 
amparo a su favor y del propio Tribunal Constitucional del Perú, mediante los cuales se 
obligó a la Superintendencia de Bancos y Seguros Peruana a cancelar dichas pensiones, 
debido a ello, la Corte Interamericana no realizó un análisis sobre este punto. 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos definió como objeto 
de la controversia, si los parámetros utilizados por el Estado para reajustar los montos de 
las pensiones de las víctimas desde el año de 1992, configuraron una violación al derecho 
a la propiedad privada, no analizando el principio de no regresividad por un argumento 
bastante discutible y que se mencionará más adelante. 
En cuanto al derecho a la propiedad privada (artículo 21 de la Convención)28, la 
Corte Interamericana concluyó que las pensiones de los Cinco Pensionistas respondieron 
                                                 
27 Corte Interamericana de Derecho Humanos, caso “Cinco pensionistas vs Perú”, sentencia del 28 de 
febrero de 2003, Serie C, N.- 96.  Allí, la Corte interpretó la norma del art.  26 de la Convención en el 
sentido de que prevé obligaciones legales vinculantes y no como simple formulación de objetivos 
programáticos.  Sin embargo, estableció que el desarrollo progresivo se debe medir en función de la 
creciente cobertura de los derechos económicos, sociales y culturales en general, y del derecho a la 
seguridad social y a la pensión en particular, sobre el conjunto de la población, teniendo presentes los 
imperativos de la equidad social, y no en función de las circunstancias de un muy limitado grupo de 
pensionistas no necesariamente representativos de la situación general prevaleciente (parr. 147). 
28 Convención Americana de Derechos Humanos, Artículo 21.- 1.  Toda persona tiene derecho al uso y 
goce de sus bienes.  La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.  2.  Ninguna persona puede ser 
privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o 
de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.  3.  Tanto la usura como cualquier 
otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley. 
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al Decreto Ley Nº 20530 titulado “Régimen de Pensiones y Compensaciones por 
Servicios Civiles Prestados al Estado no comprendidos en el Decreto-Ley 19990”, 
sustentadas en un Fondo Propio creado por la Superintendencia de Bancos y Seguros del 
Perú con el fin de garantizar dichas pensiones en el futuro. 
Una vez que cesaron en sus funciones y cumpliendo los requisitos previstos en 
dicho régimen especial, empezaron a cancelarse periódicamente, formando parte de su 
patrimonio y de esta forma constituirse en derecho adquirido, reconocido por la Primera 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución Política del Perú de 1993 que establecía 
expresamente que los derechos legalmente reconocidos en materia pensionaria se 
constituían en derechos adquiridos y no podía ser susceptibles de posteriores 
modificaciones.  De igual manera, el Tribunal Constitucional del Perú afirmó que el 
derecho a un pensión nivelable basados en el Decreto Ley Nº 20530 era derecho 
adquirido. 
Como derecho adquirido, el Tribunal Constitucional del Perú indicó que son “los 
que han sido incorporados en el patrimonio jurídico de los pensionistas”29 o “aquellos que 
han entrado en nuestro dominio, que hacen parte de él, y de los cuales ya no puede 
privarnos aquél de quien lo tenemos”30; es decir, que estas pensiones una vez que forman 
parte de la renta de los pensionistas ya no podían ser quitados de su patrimonio, a menos 
que exista una justificación de las previstas en el artículo 21 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos. 
Es de advertir que el hecho de que la norma que disminuyó las pensiones jubilares 
sea válida formalmente en el derecho interno, no significa que lo sean en las normas de 
Derecho Internacional, de observación obligatoria por parte del Estado Peruano, 
incurriendo en omisiones y responsabilidad internacional. 
En resumen, el derecho a obtener una pensión nivelada fue adquirido en base a la 
Ley, mismo que fue cancelado en el tiempo y que sin ningún motivo razonable por parte 
del Estado Peruano, (incluso aquellos previstos como excepciones en el artículo 21 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, interés general o utilidad pública con una 
justa indemnización) ocasionó la afectación al derecho a la propiedad privada mediante 
el ajuste de sus pensiones a los topes establecidos en una ley posterior, incluso bajo 
                                                 
29 Fundamento 10 de la Sentencia del TC (Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto ley 25.967, 
Exp. 007-96-I/TC). 
30 Fundamento 15 de la Sentencia del TC (Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto ley 25.967, 
Exp. 007-96-I/TC). 
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prohibición expresa de la Constitución Política del Perú de 1993 y del artículo 29.b y 
3031de la Convención, los cuales limitan que se realice una interpretación restrictiva de 
derechos fundamentales. 
En cuanto al desarrollo progresivo (artículo 26 de la Convención)32, la Corte 
Interamericana, se queda corta al no examinar su violación al señalar que en este caso se 
trataba de un grupo muy limitado de pensionistas que no necesariamente eran 
representativos de la situación general prevaleciente frente al resto de la población; 
criterio del cual no compartimos, pues, igual valor e interés deben poseer los derechos 
individuales que los derechos colectivos, contraviniendo el artículo 44 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, relacionado al derecho de la o las personas en 
presentar quejas o denuncias, restringiendo la misma Corte Internacional el debido 
proceso y la garantía de motivación de las resoluciones de órganos jurisdiccionales 
internacionales. 
Sin embargo, dentro de los principales alegatos de la Comisión resaltamos: 
 
b) la obligación establecida en el artículo 26 de la Convención implica que los Estados 
no pueden adoptar medidas regresivas respecto al grado de desarrollo alcanzado, sin 
perjuicio de que en supuestos excepcionales y por aplicación analógica del artículo 5 del 
Protocolo de San Salvador33, pudieran justificarse leyes que impongan restricciones y 
limitaciones a los derechos económicos, sociales y culturales, siempre que hayan sido 
promulgadas con el objeto de preservar el bienestar general dentro de una sociedad 
democrática, y que no contradigan el propósito y razón de tales derechos. 
 
Sobre este punto, queda claro que toda medida que afecte el grado de un derecho 
sería inconstitucional, como regla general, aunque existen excepciones permitidas 
                                                 
31 Convención Americana de Derechos Humanos, Artículo 29.b.- Ninguna disposición de la presente 
Convención puede ser interpretada en el sentido de: b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o 
libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de 
acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados; Artículo 30.  Alcance de las 
Restricciones, Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se 
dictaren por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas. 
32 Convención Americana de Derechos Humanos, Artículo 26.  Desarrollo Progresivo.- Los Estados Partes 
se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, 
especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que 
se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida 
de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados. 
33 Artículo 5 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”: Alcance de las Restricciones y 
Limitaciones.- Los Estados Partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de 
los derechos establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el objeto de preservar 
el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no contradigan el propósito y 
razón de los mismos. 
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siempre que los Estados puedan justificar que dichas restricciones se hayan enfocado en 
preservar el “interés general dentro de una sociedad democrática”. 
Pero, ¿que entendemos como interés o bienestar general en una sociedad 
democrática?, a criterio de la Corte Interamericana se refiere al concepto que “fortalezca 
el funcionamiento de las instituciones democráticas y preserve y promueva la plena 
realización de los derechos de las personas”; lo que en el caso particular, cuando fue 
puesto a conocimiento del Tribunal Constitucional del Perú, en el que el estado Peruano 
argumentó que dicha medida obedeció a razones de equidad social y sostenibilidad 
financiera, así como a la mejora de la situación de la mayor parte de los pensionistas y 
fundamentalmente de todo el sistema pensionario como parte integrante del seguro social 
(Courtis 2006, 285). 
En este punto, considero que la argumentación por parte del Estado no fue sólida 
y que existe regresividad, por cuanto existió disminución en el retorno esperado del dinero 
que invirtieron y a su vez porque el Estado no justificó una crisis económica nacional ni 
tampoco destinó estos recursos para el mejoramiento de otras pensiones jubilares del 
seguro universal u otros fines. 
En definitiva, el reajustar las pensiones de jubilación con una ley posterior, que 
habían sido adquiridas por los Cinco Pensionistas sobre la base del Decreto Ley Nº 20530, 
a mi criterio, transgrede el principio de no regresividad de derechos, pues ninguna norma, 
puede transgredir el contenido o alcance de derechos ya gozados, más aún, si el Estado 
Peruano no tuvo una justificación razonable que haya demostrado interés social o la 
utilidad pública en la adopción de dicha medida, afectado de esta forma al derecho a la 
seguridad social de los pensionistas, pues como ellos demostraron, la disminución a sus 
pensiones afectó su situación personal y la de sus familiares.  Adicionalmente, la 
nivelación en esas pensiones obedecieron al nivel de los empleados de la 
Superintendencia de Bancos y Seguros del Perú el cual también debió ser garantizado con 
las pensiones jubilares ya obtenidas. 
Por su parte, dentro de los alegatos de las víctimas se expresó: 
 
c) el contenido esencial del derecho a la seguridad social es asegurar a toda persona una 
protección contra las consecuencias de la vejez o de cualquier otra contingencia ajena a 
su voluntad que implique una privación de los medios de subsistencia imprescindibles, 
para que pueda llevar una vida digna y decorosa.  El Perú violó el derecho a la seguridad 
social al privar a los cinco pensionistas de los medios de vida que, en la forma de una 
pensión nivelada, les correspondían en el marco del régimen pensionario al que se 
encontraban legalmente adscritos, y que les habían permitido atender hasta marzo de 1992 
 32
-en un caso- y hasta septiembre del mismo año -respecto de los otros cuatro-, la cobertura 
de sus necesidades vitales más inmediatas y las de sus familias; 
e) desde una perspectiva integral, es claro que las acciones adoptadas por el Estado han 
implicado una grave violación del derecho humano a la seguridad social, puesto que 
“dichas acciones” -aún si no lo hubieran tenido por objeto explícito- tuvieron como efecto 
concreto la imposición de una situación que los despojó de los medios de subsistencia 
que -en su condición de pensionistas y adultos mayores- les fueron indispensables para 
llevar una vida digna y con decoro. 
 
En cuanto a este criterio de los pensionistas, rescato que el contenido mínimo del 
derecho a la seguridad social tiene dentro de sus fines, el garantizar la vida digna de las 
personas beneficiarias a este derecho.  En este caso, los Cinco Pensionistas como 
empleados de la Superintendencia de Bancos y Seguros del Perú, fueron partícipes de un 
Fondo Propio en el que aportaron durante su vida laboral, siendo entonces que, luego de 
cesar en sus funciones tenían el derecho de recibir una pensión vitalicia conforme el 
Decreto Ley Nº 20530, por lo que, la limitación de sus pensiones a través de una norma 
posterior, fue una medida regresiva de derechos constitucionales. 
Así también la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pudo realizar un test 
de proporcionalidad; sin embargo, conforme los argumentos antes esgrimidos, tampoco 
realizó éste al mencionar que estos representaban a una minoría y no la mayoría 
poblacional sujeta a pensiones del Perú. 
Finalmente, la Corte estableció un precedente, declarando que el Estado de Perú 
violó el derecho a la propiedad privada consagrado en el artículo 21 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, el derecho a la protección judicial consagrado en 
el artículo 25 del mismo cuerpo legal; y concluyó que el Estado del Perú incumplió las 
obligaciones generales de los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, con conexión con las violaciones de los derechos sustantivos 
señaladas en los puntos resolutivos anteriores. 
Una parte esencial de la sentencia en el caso del Estado de Perú contra los Cinco 
Pensionistas, es que esta sentencia constituye por sí misma una forma de reparación 
inmaterial ya que el tribunal consideró que los hechos ocurridos en el presente caso 
causaron sufrimientos a los pensionistas, debido a que se les disminuyó la calidad de vida 
al reducírseles sustancialmente las pensiones, de manera arbitraria, y a que se 
incumplieron las sentencias judiciales emitidas a su favor. 
Por estas razones, la Corte estimó que el daño inmaterial ocasionado debió además 
ser reparado, por vía sustitutiva, mediante una indemnización compensatoria, conforme a 
la equidad.  En consecuencia, la Corte estimó que el estado Peruano debió pagar a cada 
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uno de los cinco pensionistas, por concepto de reparación del daño inmaterial y en el 
plazo de un año, la cantidad de US$ 3.000,00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de 
América). 
Podemos concluir en el caso de análisis que se dio un precedente en materia de 
prohibición del retroceso, ya que se determinó que las reformas en materia de seguridad 
social que disminuyen la protección de los derechos fundamentales son 
constitucionalmente problemáticas por cuanto pueden afectar el principio de 
progresividad. 
Frente a la determinación de la violación de un derecho social, los tribunales, u 
órganos internacionales no solo deben analizar si la norma es razonable, sino que deberán 
analizar la reglamentación propuesta por el legislador o por el Poder Ejecutivo la cual no 
deberá empeorar el goce de los derechos previamente determinados en la legislación 
vigente. 
Varios tribunales constitucionales han tomado en cuenta el principio de no 
regresividad dentro de sus políticas estatales, para establecer parámetros de juicio para la 
validez de una norma que tiende a regular derechos constitucionales.34Así, esta dogmática 
dentro del derecho europeo y americano en aplicación de los derechos humanos tiende a 
evaluar la legalidad de las medidas restrictivas de los derechos que han sido adoptadas 
por cada Estado. 
Por su parte, cada uno de los Estados que quieran emitir una normativa para 
regular derechos, deben estar fundamentados en el principio de razonabilidad de la norma 
al momento de efectuar el control de legitimidad sustantiva sobre las medidas que afecten 
derechos constitucionales, en especial de los derechos sociales, culturales y económicos. 
 
  
                                                 
34 En este sentido, la Corte Suprema Argentina en el caso “Campodonico de Beviacqua” determinó que el 
ministerio de Salud de la Nación está obligado a continuar en la entrega de un medicamento a un menor en 
tanto y en cuanto la situación de urgencia y extrema necesidad del tratamiento prescrito para salvaguardar 
que su vida subsista.  De esta forma, la corte implícitamente considero que el Ministerio de Salud no podía 
válidamente adoptar medidas que significaran el retroceso en el nivel de goce a la salud por parte del menor, 
sin proveerle soluciones alternativas.  El tribunal constitucional español por su parte, en su Sentencia 
81/1982, considero que en virtud del art.  9.2 de la Constitución y de los deberes derivados del principio 
del Estado Social “no se puede privar al trabajador sin razón suficiente para ello de las conquistas sociales 
ya conseguidas” 3, Pisarello, Vivienda para todos: un derecho en (de) construcción, Barcelona, Icaria 
Editorial, 123-124 
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1.4. Restricciones en los derechos constitucionales 
 
La jurisprudencia constitucional menciona que las restricciones de derechos en la 
mayoría de los Estados, contenidas en actos normativos, nacen a raíz de tutelar derechos 
generales sobre los individuales, con el propósito de cumplir los objetivos de cada uno de 
los poderes encomendados al gobierno de una nación, lo que es coincidente con el artículo 
4 del PIDESC35que únicamente permite que se limiten los derechos individuales si se 
trata de promover el bienestar general en una sociedad democrática, y en situaciones muy 
excepcionales. 
En este sentido, nuestra Constitución, artículo 83 numeral 7 recoge esta norma 
internacional, al definir como deber y responsabilidad de las ecuatorianas y ecuatorianos 
el promover el bien común y anteponer el interés general sobre el particular, disposición 
a todas luces controversial, pues esta regla jurídica puede ser mal utilizada por los 
gobiernos de turno y provocar injusticias.  Por tanto, esta norma, de corte socialista y 
finalista, no podría ser entendida como inderrotable, pues, la misma Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha expresado en varios fallos que dicho argumento no es 
justificativo para la violación de derechos individuales, incluso, en situaciones extremas, 
pues no se podría favorecer a la mayoría por sobre las minorías, sin una justa causa para 
la adopción de las medidas adoptadas. 
Concordantemente a esta opinión, Víctor Abramovich y Christian Courtis, señalan 
sobre las reiteradas violaciones a derechos sociales que: “[…] podría señalarse que si la 
violación afecta a un grupo generalizado de personas, las numerosas decisiones judiciales 
individuales constituirán una alerta hacia los poderes políticos acerca de la situación de 
incumplimiento generalizado de obligaciones en materias relevantes de política pública 
(…)” (Abramovich y Courtis 2005). 
Es decir, la reiterada emisión de sentencias sobre un mismo punto de derecho, deja 
en tela de duda la aplicación de una política pública o una norma jurídica para un grupo 
mayoritario de personas, por lo que se presumiría la regresividad de derechos de una 
norma, en los que los derechos individuales han sido transgredidos por buscar el interés 
general. 
                                                 
35 PIDESC:Artículo 4.- Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos 
garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a 
limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con 
el exclusivo objeto de promover el bienestar general en una sociedad democrática. 
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Por otra parte, el artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC) dispone: 
 
Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, 
tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, 
para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la 
adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 
 
Del análisis de este artículo, los Estados deben emitir normas o reglamentaciones 
únicamente con fines progresistas y satisfacer los derechos de las personas hasta el 
máximo de los recursos disponibles; sin embargo, ha quedado claro en la jurisprudencia 
internacional que no es justificación razonable la falta de recursos para no satisfacer el 
contenido mínimo de los derechos constitucionales. 
Otro punto importante es el brindar recursos judiciales que permitan el ejercicio 
pleno de los derechos reconocidos, por lo que la mayoría de los sistemas de los estados 
deben medir el grado de justiciabilidad que tienen para la correcta aplicación de derechos 
constitucionales (Fairstein y Rossi 2001), en tal virtud, si un derecho no es autoejecutable, 
es deber del Estado crear los métodos eficaces a través de los cuales se pueda exigir su 
cumplimiento, siendo un requisito a priori la existencia de aspectos justiciables para cada 
uno de los derechos reconocido en el Pacto (Courtis y Abramovich 2004, 86), situación 
que en Ecuador sucede por lo menos en teoría, con la implementación de la acción de 
protección prevista en el artículo 88 de la Constitución de la República. 
Adicionalmente, debemos señalar que también para analizar la constitucionalidad 
y razonabilidad de una norma, los operadores de justicia constitucional tienen la 
herramienta del examen de proporcionalidad, el cual busca analizar si la eficacia de los 
medios arbitrados por el legislador, son o no proporcionados a las circunstancias o 









2. El derecho a la Seguridad Social como Derecho Social, sus beneficios en el 
contexto laboral 
 
2.1. Aproximaciones al concepto de seguridad social como derecho social 
 
Como hemos explicado en el capítulo anterior, los derechos sociales propenden el 
bienestar social de todas las personas, buscando la equidad y la igualdad de los grupos 
más desfavorecidos frente a los sectores tradicionales de poder, sustentados en la 
dignidad humana y en la mejora continua de las condiciones básicas para su goce efectivo, 
el cual debe ser progresivo y no regresivo de derechos salvo escasas excepciones.  Esto 
no significa tampoco que bajo pretexto de mejorar ciertos derechos se afecte otros ya 
obtenidos. 
Estos derechos surgen del derecho laboral y fruto de las conquistas sociales a partir 
de la Segunda Guerra Mundial en Europa, dentro del denominado Estado de Bienestar y 
del posterior avance a los denominados Estados sociales, éstos últimos cargados de un 
importante garantismo constitucional. 
En este contexto, a fin de conocer el derecho a la seguridad social, derecho de 
protección y bienestar social, y el derecho a la jubilación, beneficio social luego de 
concluirse la vida laboral36, realizaremos un primer acercamiento en su sentido más 
general. 
El Manual de Seguridad Social de Monero, Molina y Quesada, lo define como: 
 
(Un) […] intento de agrupación u ordenación sistemática de las instituciones jurídicas, 
que, dentro del ordenamiento general y en el ámbito del Derecho público, se ocupan de 
la organización de la actividad de los poderes públicos del Estado esencialmente 
encaminada a implantar e instrumentar un determinado Sistema de Solidaridad Social[…] 
(Monero, Molina y Quesada 2014, 24) 
 
                                                 
36 Constitución de la República del Ecuador, Artículo 33 lo considera conjuntamente con el derecho al 
trabajo, disposición constitucional que le otorga relevancia como parte principal de una vida digna y 
decorosa y con retribuciones justas.   
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Interesante definición que resalta a la seguridad social como un grupo de derechos 
sociales transversales o un meta derecho reconocido en un ordenamiento jurídico de 
manera dogmática y orgánica, plasmado de manera integral en actos normativos, políticas 
públicas y en todo el engranaje estatal. 
El autor Courtis señala al respecto que: 
 
[…] los derechos a la seguridad social abarcan como todos los derechos fundamentales, 
aspectos esenciales de la vida y la dignidad de las personas, relacionadas con estados de 
necesidad, tales como los derechos previsionales, asistencia médica, asignaciones 
familiares, desempleo, accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (Courtis 2006, 
193)  
 
De esta definición, el autor reconoce que el derecho a la seguridad social es un 
derecho fundamental con amplia interrelacionalidad, arraigado a la naturaleza humana y 
principalmente prestacional que se origina de la relación empleador- trabajador y los 
estados de necesidad, es decir, de la satisfacción de las condiciones mínimas para una 
vida digna. 
Por otra parte, para Abramovich, Añon, Courtis la seguridad social como política 
estatal: 
 
[…] busca proteger al individuo de los riesgos materiales y de las inseguridades 
materiales individuales típicas (relacionadas con enfermedades, la incapacidad para 
mantener el trabajo o para encontrar un empleo debido a la pérdida de habilidades, la falta 
de ingresos para afrontar la maternidad o la crianza de niños/as, la necesidad de 
garantizarse un ingreso durante la vida pasiva o ante la pérdida del sostén del hogar) […] 
(Abramovich, Añón y Courtis, Derechos Sociales 2003, 11) 
 
El tratadista argentino resalta el carácter proteccionista de la seguridad social del 
individuo frente a los infortunios, riesgos, o de todo aquello que pueda conllevar 
inseguridad para su vida, salud, trabajo, incluso alcanzado mayor cobertura no sólo para 
él sino para terceros, por citar a la viuda o viudo con el montepío o de sus hijos, tanto 
para el presente y en el futuro, ya que al tener un objetivo previsional en algún momento 
dado pueden mermarse sus capacidades intelectuales y físicas o cuando no le sea posible 
trabajar tanto para su vida como para la de su familia. 
En resumen, la seguridad social, es uno de los principales derechos sociales en un 
Estado Constitucional de Derechos, cuya finalidad principal es satisfacer las necesidades 
básicas de todos los ciudadanos, en especial de la clase trabajadora, garantizando la 
protección de salud, las pensiones jubilares y el desempleo, así como también 
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prestaciones sociales financiadas mediante aportes en un sistema integrado para esos 
fines. 
El desarrollo de este derecho en el transcurso de la historia, nace como ya se 
manifestó luego de la Primera Guerra Mundial en los países industrializados europeos.  A 
partir de ese momento, comienza el desarrollo de los sistemas de seguridad social en los 
distintos países del orden mundial, recogiéndose en varias constituciones estatales, como 
expondremos más adelante. 
 
2.2. Modelos de Sistemas de Seguridad Social 
 
En sus inicios, no existió un modelo único de sistema de seguridad social, 
existiendo dos diferentes: el primero, el Bismarck, concebido en Alemania a finales del 
siglo XIX, de intervención estatal dirigido a corregir o atender las situaciones de pobreza 
extrema y vejez para el conglomerado de trabajadores urbanos, grupo social más 
desatendido en esa época.  No contaba con una elevada aportación pública ya que existió 
por las contribuciones de los propios trabajadores, sin que el Estado en si tenga la 
obligación de contribuir. 
El segundo modelo fue el de Beverigde, desarrollado en Inglaterra a comienzos 
del siglo XX, caracterizado en que la protección de seguridad social no estaba únicamente 
dirigida para los trabajadores sino también para todos los ciudadanos, y exclusivamente 
era administrado por instituciones públicas; con prestaciones de manera igualitaria para 
todos los beneficiarios, financiado directamente por el Estado a través de los impuestos. 
El Ecuador, como puede evidenciarse de las características de los dos modelos 
cuenta con un sistema de seguridad social adaptado al sistema Beveridge que, como en 
muchas otras legislaciones, tiene su fundamento en el concepto de contingencia.  Este 
término no es más que cualquier consecuencia dañosa que pueda suceder en el futuro y 
que pueda afectar de manera directa al individuo, con una elevada posibilidad que se 
produzca, y que conlleva a la necesidad de protección de las personas ante dicha 
eventualidad.  La contingencia se configura en el momento en que se produce un efecto 
en la persona, miembros de su familia u otros, como consecuencia de un hecho que pueda 
afectar al individuo. 
Autores como Abramovich, Víctor; Courtis, Christian (2003), han clasificado las 
contingencias que la mayoría de países cuentan para la aplicación de la seguridad social, 
de esta manera: 
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Contingencias patológicas: aquellas situaciones que deben protegerse ante la 
eventualidad de que el individuo contraiga una enfermedad (seguro de salud), accidente 
o enfermedad de trabajo (pensiones por invalidez o enfermedad).  Contingencias socio-
económicas: son aquellos recaudos que se toman ante la eventualidad de la pérdida de 
ingresos (jubilación o pensión) o la falta de trabajo (seguro de desempleo), o en razón de 
la “expansión de la familia” como el caso del nacimiento, esposo/a cargo, (asignaciones 
familiares).  Contingencias biológicas: agrupan a aquellas precauciones que se toman en 
la vida activa para asegurar la protección de los derechohabientes (pensión para el 
cónyuge supérstite o hijos menores) […] (Abramovich, Añón y Courtis, Derechos 
Sociales 2003, 245) 
 
De lo manifestado anteriormente, se colige que lo protegido (salud, ingresos, etc.), 
en caso de ausencia se entiende como privación, por lo que la contingencia está ligada a 
la carencia de los recursos necesarios para cubrir necesidades básicas.  Por ello, al ser un 
derecho social de gran cobertura y protector de las clases más desaventajadas, la 
seguridad social se fundamenta en el principio de solidaridad, en razón de que la 
comunidad contribuye a la financiación del sistema de acuerdo a sus posibilidades, y de 
manera especial, las generaciones más jóvenes y con mayor capacidad de obtener 
ingresos, sostienen a las generaciones mayores, dándose así una solidaridad generacional 
que es el caso de los sistemas previsionales. 
A nivel internacional, la seguridad social ha sido considerada como un derecho 
humano básico en la Declaración de Filadelfia de la OIT (1944), y en su Recomendación 
No. 067 sobre la Seguridad de los medios de vida de 194437.  Este derecho está 
confirmado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, y en el Pacto 
Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 196638. 
Los convenios relativos a la extensión del derecho a la seguridad social que han 
sido adoptados por la Organización Internacional de Trabajo, OIT son los siguientes: 
 
1. Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102) 
2. Convenio sobre la igualdad de trato (seguridad social), 1962 (núm. 118) 
3. Convenio sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y 
enfermedades profesionales, 1964 (Cuadro I, Lista de Enfermedades 
profesionales, Enmendado en 1980) (núm. 121) 
                                                 
37 Por ejemplo, en cuanto al Seguro Social, se indica que la prestación de vejez debería pagarse cuando se 
alcance la edad prescrita, que debería ser aquella en la que las personas son incapaces de efectuar un trabajo 
eficiente, www.ilog/dyn/normlex/es 
38 Artículo 9.- Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad 
social, incluso al seguro social; www.ohchr.org/SP/ProfessionalInteresnt/Pages/CESR.aspx 
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4. Convenio sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivientes, 1967 
(núm. 128) 
5. Convenio sobre asistencia médica y prestaciones monetarias de enfermedad, 
1969 (núm. 130) 
6. Convenio sobre la conservación de los derechos en materia de seguridad social, 
1982 (núm. 157) 
7. Convenio sobre el fomento del empleo y la protección contra el desempleo, 
1988 (núm. 168) Convenio sobre la protección de la maternidad (Revisado), 
2000 (núm. 183) 
 
Por su parte, la OIT, define a la seguridad social como “la protección que una 
sociedad proporciona a los individuos y los hogares para asegurar el acceso a la asistencia 
médica y garantizar la seguridad del ingreso, en particular en caso de vejez, desempleo, 
enfermedad, invalidez, accidentes del trabajo, maternidad o pérdida del sostén de familia” 
(Organización Internacional del Trabajo 2001). 
Del concepto mencionado podemos extraer que el Estado, realiza la protección 
social de sus ciudadanos mediante un sistema de seguridad social39, de asistencia incluso 
dirigida a aquellos grupos de personas que no tienen acceso a fuentes de empleo40, 
basando en principios propios como la universalidad y solidaridad.  Tiene además un 
carácter redistributivo, pues promueve la inclusión y la cohesión social, así como también 
contribuye, por lo menos en teoría, en la reducción de la pobreza. 
La seguridad social, como ya expresamos brevemente tiene entre sus principios: 
la solidaridad, universalidad, participación, igualdad de trato y responsabilidad del 
Estado.  La doctrina considera como dos los más sobresalientes, la universalidad, 
subjetivo de cobertura y la protección contra todos los riesgos que crean un estado de 
necesidad en los beneficiarios de este derecho. 
                                                 
39 Constitución de la República del Ecuador, el artículo 369 establece que el seguro universal obligatorio 
cubrirá las contingencias de enfermedad, maternidad, paternidad, riesgos de trabajo, cesantía, desempleo, 
vejez, invalidez, discapacidad, muerte y aquellas que defina la ley.  Las prestaciones de salud de las 
contingencias de enfermedad y maternidad se brindarán a través de la red pública integral de salud.  El 
seguro universal obligatorio se extenderá a toda la población urbana y rural, con independencia de su 
situación laboral.  Las prestaciones para las personas que realizan trabajo doméstico no remunerado y tareas 
de cuidado se financiarán con aportes y contribuciones del Estado.  La ley definirá el mecanismo 
correspondiente.  La creación de nuevas prestaciones estará debidamente financiada. 
40 Por ejemplo, la Constitución de la República del Ecuador, los artículos 34 y 333 amplían a la seguridad 
social a aquellas personas que realizan trabajos no remunerados de autosustento y cuidado humano que se 
realiza en los hogares. 
 42
Alarcón manifiesta que para el cumplimiento del principio de universalidad, es 
necesario que el sistema de protección social ofrezca en su cuadro prestacional un tipo de 
prestación que esté destinada a satisfacer cualquier situación de necesidad, 
independientemente de la situación profesional del sujeto y de su previa cotización al 
sistema. (1999, 72) La seguridad social debe entenderse como un régimen público, una 
función del Estado que nos permita reconocer la existencia o no de un estado social. 
Dentro del marco internacional, el Convenio 102 de Seguridad Social de la OIT41, 
establece de manera clara los riesgos sociales que generan estados de necesidad que deben 
ser afrontados por los Estados, a desarrollarse, de manera progresiva; para lo cual los 
Estados deben asumir plenamente su obligación de organizar, administrar y tutelar la 
seguridad social con la participación directa de los trabajadores. 
Queda claro entonces que el derecho a la seguridad social, es un derecho social, 
muy importante en nuestras legislaciones nacionales y ampliamente reconocido en el 
derecho internacional, derecho o sistema de derechos eminentemente prestacional, que se 
fundamenta en la dignidad humana para el mejoramiento de la calidad de vida de las 
personas, que trata de alcanzar el mayor bienestar social frente a todas las posibles 
contingencias de una multitud de situaciones laborables, productivas y familiares, 
derecho que como se entiende tiene una importante interrelación con otros derechos.  Bajo 
esta premisa, es indudable la obligación estatal de su progresividad y rigurosidad para no 
empeorar las condiciones alcanzadas, pues es un derecho de alta sensibilidad que por esta 
misma razón, en casi todos los casos no puede ser objeto de regresividad o afectación. 
 
2.3. Fallos relevantes sobre el derecho a la seguridad social 
 
A nivel internacional se ha determinado que la conceptualización de la 
regresividad de una medida tomada por un Estado, debe promover un avance en 
aplicación a los derechos previstos en el Protocolo Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC).  Esto impide a su vez, que el Estado haga 
uso de argumentos genéricos de política pública, disciplina fiscal u otros logros 
financieros o económicos, obligándolo a determinar qué otros derechos han sido 
favorecidos con la medida adoptada. 
                                                 
41 Los países de América Latina que han ratificado el Convenio 102 son Ecuador, Bolivia, Perú, Venezuela, 
Brasil, Costa Rica, Barbados, México, Uruguay, está en proceso de ratificación Argentina.   
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Lo anteriormente manifestado pudo ser plasmado en una sentencia argentina 
emitida por el Juzgado Civil de dicha Nación en el año 2004, que enseña: 
 
La leyes, los decretos y reglamentos, como toda otra norma, deben propender al bienestar 
general (…) y no es posible aceptar la invocación de problemas presupuestarios y de 
estructura administrativa como suficiente justificativo para poner en peligro la vida y la 
salud de un ciudadano (…) pues aceptar esa excusa como válida, implicaría reconocer 
que la escala de valores aplicada antepusiera un aspecto meramente material a uno de 
fondo de relevancia superior como son los derechos consagrados en nuestra constitución, 
a la alimentación, a la salud y a la vida […]42 
 
Del fallo indicado, podemos deducir que en ningún caso el Estado al tratarse de 
un derecho social, por ejemplo, el derecho a la salud, puede llegar a utilizarse como 
argumentos válidos o medio de defensa razonable, una cuestión de emergencia que 
justifique la no provisión de medicamentos en el tiempo oportuno, entrando así en 
contradicción de lo que está obligado, y por lo tanto recayendo en responsabilidad no solo 
a nivel nacional sino también internacional.  Siendo aceptado este criterio, los derechos 
sociales no serían exigibles por los individuos y quedarían efectivamente como una mera 
retórica política de los países. 
Así aconteció en el caso Gorosito43 de Argentina relacionado a la ley 24.557 que 
estableció el nuevo sistema de reparación de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, siendo el primer intento de convalidación jurisprudencial de dicha norma, 
en tanto que imposibilitaba a los trabajadores recurrir a las disposiciones del derecho 
común para poder lograr una reparación integral por las consecuencias derivadas de 
accidentes y enfermedades laborales, entre otras disposiciones.  En este caso, no se 
practicó un análisis comparativo de la norma anterior y la norma posterior no pudiendo 
determinar si se incrementaron o disminuyeron el alcance de los derechos de los 
trabajadores.  Tampoco se confrontó dichas disposiciones frente a las obligaciones del 
Derecho Internacional de Derechos Humanos, por lo que no se analizó sobre no 
regresividad y no progresividad de derechos. 
Otro proceso muy similar es el caso Aquino (Courtis 2006, 184-188), igualmente 
a la legalidad de la ley 24.557, en el que se limitó el reclamo de los trabajadores en 
accidentes de trabajo, salvo que exista dolo.  Conforme a los hechos, el señor Isacio 
Aquino a la edad de 29 años, fue víctima de un grave accidente cayendo del techo de diez 
                                                 
42 Sales, Andrés Julio y otros contra Estado Nacional-Ministerio de Trabajo sobre amparos y sumarísimos, 
Juzgado Federal de Primera instancia de la Seguridad Social N.- 9, Sentencia de 27 de octubre de 2004. 
43 CSJN, Caso “Gorosito”, Juan c/Riva S.A. s/daños y perjuicios, Sentencia de 01 de febrero de 2002 
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metros de altura, sin que haya sido provisto de mecanismos de protección y seguridad 
alguna por parte del empleador, como consecuencia de ello, tuvo el cien por ciento de 
incapacidad para trabajar. 
La Corte Argentina declaró la inconstitucionalidad de la norma al demostrarse que 
la norma resultó insuficiente y existió impedimento legal para acceder a la justicia y a su 
vez no conducir a una reparación plena e integral en el derecho a la salud.  En este caso, 
adicionalmente se realizó un test de regresividad, al comparar el sistema existente desde 
1915 hasta 1995 y el sistema vigente de ese entonces, concluyendo que existió una 
reducción en el nivel de protección del derecho en cuestión44. 
El señor Juan Milone, de 55 años de edad, de ocupación taxista, sufrió un 
accidente que le generó el sesenta y cinco por ciento de incapacidad, pérdida de la visión 
de su ojo izquierdo, quedando imposibilitado para trabajar.  En la Ley 24.577 se establecía 
que en casos de incapacidades superiores al 20% el damnificado percibiría como 
prestación una renta periódica como única indemnización. 
Al no estar conforme con esta forma de indemnización, solicitó a la aseguradora 
el pago único, por cuanto el pago periódico no le otorgaba una verdadera disponibilidad 
de dinero no siendo efectivamente reparadora y beneficiosa para el ex trabajador.  Por su 
parte, la Corte Argentina consideró que al realizarse esta forma de pago no se lograba una 
efectiva reparación integral alejada de los fines de la norma, concluyendo que existió un 
retroceso y desarrollo progresivo en la protección del derecho al trabajo y la salud, 
garantizados por el Estado Argentino. 
En el Ecuador, la Corte Constitucional ha emitido la sentencia No.  115-14-SEP-
CC de 06 de agosto de 2014 dentro del caso No.  1683-12-EP, propuesta por el señor Luis 
Alfonso Correa Proaño, en cual manifestó que existió afectación a su derecho a la 
seguridad social y regresividad de derechos. 
El accionante señaló que se dejó de recibir sus pensiones jubilares mensuales por 
no cumplir con la Lista de Revista de Comisario al dejar de presentarse, incumpliendo el 
inciso segundo del artículo 13 del Reglamento para pasar la Lista de Revista de 
Comisario, publicado en el Registro Oficial No. 323 del 1 de septiembre de 1964. 
La Corte Constitucional resaltó que la seguridad social forma parte integrante de 
los derechos sociales de rango constitucional de característica prestacional, éstos últimos 
actuaciones del Estado en forma de bienes y servicios constatables y medibles y que se 
                                                 
44 CSJN, Caso “Gorosito”, Juan c/Riva S.A. s/daños y perjuicios, Sentencia de 01 de febrero de 2002, 185. 
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regulan constitucionalmente como mandatos de optimización que postulan la necesidad 
de alcanzar ciertos fines a efecto de no permitir el detrimento de la dignidad humana.  
También reconoce que los derechos sociales obligan su aplicabilidad, son 
interdependientes e indivisibles al ser parte de los derechos humanos. 
Hace alusión al cambio de paradigma de modelo de Estado entre el positivo-
legalista y el Estado Constitucional de Derechos y Justicia, resaltado que en éste último 
se debe cumplir el sometimiento del derecho a la Constitución en donde existe una fuerte 
carga axiológica, por lo tanto considera que se vulneró el derecho a una vida digna del 
señor Correa Proaño y remuneración justa previsto en el artículo 34 (seguridad social) de 
la Constitución de la República, toda vez que el pago de una pensión por invalidez resulta 
fundamental para la supervivencia y para llevar una vida decente. 
A mi juicio se resalta el raigambre de los derechos sociales, como derechos 
constitucionales, de bienestar social de efectiva aplicabilidad y justiciabilidad, la 
interrelación del derecho a la seguridad social con otros derechos humanos, los cuales, 
para el caso concreto del señor Correa Proaño, mayor adulto, con capacidades especiales, 
debieron ser garantizados, más aún si la obligación estatal-prestacional ya había sido 
concedida y que, por el único hecho de no presentarse para saber si estaba vivo, la Corte 
Constitucional no consideraba como razonable haberle dejado sin pensión mensual 
especial por invalidez, consecuentemente, la decisión tomada fue inconstitucional y 
regresiva de derechos. 
Finalmente, la Corte Constitucional dispuso: 
 
3.1.  Dejar sin efecto la sentencia de segunda instancia expedida el 1 de octubre de 2012 
a las 08:56, por los jueces de la Segunda Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial 
de Justicia de Pichincha, caso No. 0195-2012.  En consecuencia, se deja firme la sentencia 
expedida en primera instancia por el juez tercero de la Niñez y Adolescencia del cantón 
Quito el 18 de abril del 2012 a las 16:01, caso No.  0316-2012. 
3.2.  Disponer que el Instituto de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas pague al 
accionante los valores de las pensiones militares de invalidez, objeto de la presente 
acción. 
3.3.  Con el objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el numeral anterior, se dispone 
que Secretaría General remita la presente sentencia a la jurisdicción contenciosa 
administrativa, para que se proceda conforme lo previsto en el artículo 19 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y la regla jurisprudencial 
dictada por la Corte Constitucional, en la Sentencia No.  0004-13-SAN-CC, en el caso 
No. 0015-10-AN, aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional el 13 de junio de 2013. 
3.4.  Disponer que el órgano judicial correspondiente, en sede contencioso administrativa, 
en el término de 30 días desde la notificación de la presente sentencia, informe a esta 
Corte sobre el cumplimiento de la presente sentencia constitucional45 
                                                 
45 Corte Constitucional del Ecuador, “Sentencia” en Juicio No. 115. 14 de septiembre del 2014.   
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Otro fallo de interés ecuatoriano es la sentencia No. 089-17-SEP-CC del caso 
1304-16-EP, en el que la señora Gina Patricia Mendoza Mayorga presentó acción 
extraordinaria de protección aduciendo la violación de los derechos a la seguridad social, 
tutela judicial efectiva, debido proceso y seguridad jurídica. 
Conforme los hechos, la señora Mendoza Mayorga sufrió un grave accidente 
cuando se prestaba a ir a su domicilio, por lo que al encontrarse en riesgo su vida le 
trasladaron a un hospital del IESS en el que no pudo ser atendida, finalmente ante esta 
falta de cuidado, tuvo que acudir a una clínica privada y cubrir los gastos médicos. 
Frente a este hecho, la señora Mendoza Mayorga presentó un reclamo para que se 
le cancele los valores de la Clínica Privada Alcívar por la prestación médica, siendo 
aceptado en primera instancia por la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias 
del Guayas, posteriormente, mediante Acuerdo No. 16-0231-C.N.A de 18 de febrero de 
2016, la Comisión Nacional de Apelaciones del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 
anuló la aceptación en primera instancia y dejándolo sin efecto jurídico.  Por ello, presentó 
acción de protección la misma que fue negada y rechazada por la Sala Penal de la Corte 
Provincial de Justicia de Pichincha. 
La accionante argumentó que el acto impugnado no tuvo una justificación 
razonable al haberse declarado la nulidad del Acuerdo No. 3266-CPPC-2015 del 15 de 
octubre de 2015, emitido por la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias del 
Guayas, situación que no se específica en la sentencia en cuestión. 
La tesis de la Sala Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha se 
fundamentó en que no existió vulneración de derechos constitucionales porque la garantía 
jurisdiccional de acción de protección interpuesta por la parte el señor Viteri Olvera fue 
hecha desde el ámbito infra constitucional y contencioso administrativo. 
Entre los principales argumentos señalados por la Corte Constitucional constan 
que el derecho a la seguridad social se reconoce como un conjunto de derechos a favor 
de las personas con el objetivo de alcanzar la dignidad humana y que este derecho es 
eminentemente de bienestar social relacionado con la protección social o cobertura de las 
necesidades socialmente reconocidas en favor de los afiliados.  Resalta que la finalidad 
de este derecho, entre otras, es asumir responsabilidades financieras excepcionales para 
satisfacer necesidades principales, con lo que concluye que este derecho no admite 
restricciones arbitrarias o poco razonables de la cobertura existente ya sea del sector 
público o del privado. 
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Adicionalmente, señala que la seguridad social incluye mecanismos no solo 
reactivos frente a las vulneraciones, sino también esquemas de carácter preventivo que 
eviten mayores afectaciones a los derechos de la personas.  También se puntualiza que al 
haberse expedido el Acuerdo que declaró nulidad, el Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social tuvo la obligación constitucional de brindar las condiciones necesarias para 
asegurar el goce irrenunciable a la seguridad social de los afiliados, en el caso particular 
de la señora Gina Patricia Mendoza Mayorga; finalmente declaró la vulneración del 
derecho a la seguridad social y el derecho a la salud. 
A manera de resumen, la Corte Constitucional determinó que el derecho a la 
seguridad social goza de alta importancia en un Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia en el que, precisamente, la seguridad social es un conjunto de derecho sociales 
que buscan el bienestar y la dignidad humana; más aún, cuando existe una vulneración a 
este derecho es muy seguro que varios derechos conexos también pueden sufrir 
detrimento. 
En este proceso constitucional, se estableció que el derecho a la seguridad social 
fue afectado pues, al ser afiliada al Seguro Social Obligatorio y por tanto gozar de la 
atención médica en alguno de los centros de salud del Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social (IESS), no se le pudo negar dicha atención; sin embargo, siendo un derecho de 
protección social de amplio espectro que no puedo ser garantizado por el IESS y al 
encontrarse en riesgo la vida de la señora Gina Patricia Mendoza Mayorga se obligó a 
acudir a una clínica privada para que se le sea protegido su derecho a la salud; por tanto, 
la Corte Constitucional estableció que este tipo de contingencias también forman parte de 









3. El Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central del Ecuador 
 
En este capítulo analizaremos el Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central 
del Ecuador, fondo mediante el cual los jubilados de la Institución recibían sus pensiones 
jubilares, para finalmente analizar los principales argumentos señalados por la 
Superintendencia de Bancos y Seguros, que provocaron su extinción y el ajuste de las 
pensiones jubilares conforme la Disposición General Tercera de la Ley de Régimen 
Monetario y Banco del Estado, tomando en cuenta lo expuesto en los capítulos I y II de 
este trabajo. 
Antes de continuar diferenciaremos que en el Ecuador, existen dos tipos o 
categorías de seguro social: el seguro social universal y los regímenes especiales de 
seguridad social, el primero, administrado por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social, que cubre todo tipo de contingencias para la mayoría de la población; y, de 
carácter obligatorio, por cuanto es el Estado quien debe ser responsable de otorgar sus 
prestaciones. 
El segundo, denominados como regímenes especiales, en los que se encuentran 
los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, en sus orígenes administrados por 
organismos de naturaleza privada ajenos a la Institución de sus trabajadores, creados para 
complementar las prestaciones del seguro social obligatorio, de carácter voluntario, por 
cuanto el empleador como los empleados podían constituirlos y aportar montos fijos para 
un objetivo determinado, mismo que en la mayoría de los casos, era el obtener un ingreso 
adicional o renta vitalicia por cesantía.  La mayor parte de estos fondos en el Ecuador era 
de empleados públicos, en los que se encontraron el Fondo de Pensiones del Banco 
Central del Ecuador. 
Cabe señalar que el derecho protegido por el Seguro Social Obligatorio es el 
derecho a la seguridad social cuyo propósito como ha quedado claro en este trabajo es el 
cubrir todo tipo de contingencias de la salud, maternidad, asistencia médica, montepío, 
mortuorio, entre otras, que busca garantizar la vida digna y decorosa de las personas; 
mientras que, el derecho tutelado en los seguros especiales constituidos por Fondos 
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Previsionales Cerrados, es de primera mano el derecho a la propiedad y correlativamente, 
el derecho a la seguridad social, en todo aquello que el seguro universal no pueda cubrir 
para conservar el status de vida de sus partícipes. 
Es de mencionar que en el Ecuador existieron este tipo de seguros sociales desde 
hace tiempo atrás; sin embargo, en anteriores Constituciones como la de 1998, de alto 
contenido privatista en el cual la función del Estado era subsidiaria, se fomentó la 
creación de Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, fondos de naturaleza 
privada, de generalmente, grupos de poder, económicos o hegemónicos reconocidos 
constitucional y legalmente. 
Debido a la naturaleza reivindicativa de justicia social plasmada desde el 
Preámbulo por el Constituyente de Montecristi, nuestra Constitución, por lo menos en 
teoría, repotencializó la protección de Derechos, especialmente los económicos, sociales 
y culturales o del buen vivir, entre los que se incluye el de la seguridad social. 
Por otra lado, el derecho de propiedad en el Ecuador es reconocido como un 
derecho de libertad, en que a mi criterio, no se encuentra garantizando de la misma manera 
que otros derechos, por lo resulta obvio que en nuestra Norma Constitucional se hable de 
manera escueta de derecho a la propiedad46, el cual a su vez está supeditado a fines 
sociales y ambientales. 
En este contexto, los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, 
empezaron a verse disminuidos tanto en su connotación jurídica como fuerza económica, 
ocasionado finalmente que sus administraciones pasen al Banco del Instituto Ecuatoriano 
de Seguro Social (BIESS), conforme mandato constitucional47.A continuación 
expondremos las nociones básicas de un Fondo. 
 
  
                                                 
46 Constitución de la República del Ecuador, Artículo 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 26.  El 
derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y responsabilidad social y ambiental.  El derecho 
al acceso a la propiedad se hará efectivo con la adopción de políticas públicas, entre otras medidas. 
47 Constitución de la República del Ecuador, Artículo 372.- Los fondos y reservas del seguro universal 
obligatorio serán propios y distintos de los del fisco, y servirán para cumplir de forma adecuada los fines 
de su creación y sus funciones.  Ninguna institución del Estado podrá intervenir o disponer de sus fondos 
y reservas, ni menoscabar su patrimonio.  Los fondos previsionales públicos y sus inversiones se canalizarán 
a través de una institución financiera de propiedad del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; su gestión 
se sujetará a los principios de seguridad, solvencia, eficiencia, rentabilidad y al control del órgano 
competente. 
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3.1. Definiciones de Fondo 
 
Para Molina, Monero y Quesada todo fondo precisamente, posee una relación 
jurídica prestacional, entendiéndola como“[…]la atribución patrimonial en dinero o en 
especie que a través de las Entidades gestoras se reconocen a los sujetos incluidos en el 
ámbito de la Seguridad Social, con la finalidad de reparar una situación protegida del 
beneficiario” (2014, 641) 
Así también, todo Fondo poseen un plan pensional o de pensiones que, conforme 
lo menciona el Manual de Seguridad Social de Molina, Monero y Quesada son “[…] 
programas organizados de ahorro para la provisión de prestaciones económicas a favor 
de determinados grupos o colectivos de personas delimitados en la fuente base de su 
implantación […]” (2014, 641) 
Entonces, sobre la base de esta definiciones, los fondos de pensiones serían 
entonces programas de ahorro optativos, realizados en base a acuerdos entre varias 
personas y su lugar de trabajo, que garantizan la cobertura con una renta o capital cuando 
se produzca un hecho causante y siempre que se cumpla con las condiciones establecidas 
en el acuerdo o contrato, previamente establecido. 
Con este antecedente, los Fondos Pensionales: 
 
1. “[…] constituyen el instrumento técnico de inversión del ahorro-pensión estipulado 
en un Plan de pensiones o de varios Planes de Pensiones […]” (Monero, Molina y 
Quesada 2014, 641) 
2. “[…] son los patrimonios sin personalidad jurídica afectos a los planes de pensiones y 
creados, al objeto exclusivo, de dar cumplimiento a los mismos.  En los fondos de 
pensiones se materializan o se invierten las aportaciones de cada partícipe, así como 
los rendimientos financieros que generan las aportaciones […]” (Editorial Unidad 
Editorial Información Económica S.L. 2016) 
3. “[…] son patrimonios creados al exclusivo objeto de dar cumplimiento a planes de 
pensiones […]” (Monero, Molina y Quesada 2014, 641) 
 
Se colige entonces que los fondos de pensiones son patrimonios independientes, 
conformados por el conjunto de aportaciones hechas por los trabajadores de una 
institución, más los rendimientos que se hayan generado como producto de las inversiones 
atribuibles a dichas aportaciones, con la finalidad de dar cumplimiento a un plan o planes 




3.2. Principales regulaciones del Fondo de Pensiones Jubilares de los empleados, 
jubilados y pensionistas del Banco Central del Ecuador 
 
Al haberse señalado los aspectos más generales que poseen un Fondo 
Complementario Previsional Cerrado, nos centraremos en analizar el Fondo de Pensiones 
Jubilares del Banco Central del Ecuador. 
Mediante Regulación No. 427-A de 18 de agosto de 1964, se crea bajo la 
administración del Banco Central del Ecuador, un régimen de pensiones adicionales al 
que concedía el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social a favor de sus jubilados. 
Como puede observase el propósito de dicho Fondo, fue establecer un régimen de 
pensiones complementario, adicional e independiente, en todo aquello que el Seguro 
Social Obligatorio del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social no cubría y en mejorar 
la prestaciones por él otorgadas. 
Posteriormente, de conformidad con la Resolución JM-446-FPJ emitida el 03 de 
junio de 1992, la Junta Monetaria estableció el Reglamento del Fondo de Pensiones 
Jubilares de los empleados, jubilados y pensionistas del Banco Central del Ecuador con 
la finalidad de actualizar, codificar y financiar el régimen de pensiones (adicional) de los 
empleados del Banco Central del Ecuador. 
Vale resaltar que a la fecha de creación de este Fondo, el Banco Central del 
Ecuador era una institución autónoma4849 constituido como compañía anónima50 regido 
por leyes privadas, con empleados amparados en el Código de Trabajo, y que, al ser una 
persona jurídica de naturaleza privada, sus empleadores podían mejorar las condiciones 
de trabajo en beneficio de sus trabajadores, incluyendo la creación de un fondo de 
pensiones complementario para la concesión de pensiones a sus partícipes. 
Conforme la Resolución JM-446-FPJ emitida el 03 de junio de 1992, el ingreso 
pensionable se calculaba tomando en cuenta el promedio de los últimos doce meses de 
                                                 
48 Constitución de la República del Ecuador de 1946, Artículo 191.- Se garantiza la estabilidad y autonomía 
de las Cajas de Previsión, del Banco Central del Ecuador y de los Bancos del Sistema de Crédito de 
Fomento, instituciones que son de Derecho Privado con finalidad social o pública (…)” 
49 El término autonomía según la Real Academia de la Lengua Española, se la define como la potestad que 
dentro de un Estado tienen municipios, provincias, regiones u otras entidades, para regirse mediante normas 
y órganos de gobierno propios, del.rae.es/?id=4TsdiBo, otorgándole la aptitud de regirse por sus propias 
normas a instituciones que se encargan de funciones técnicas y alejarlas de cualquier coyuntura política; 
sin embargo, en un Estado de derecho, esta capacidad no es ilimitada y está sujeta a la ley. 
50 Ley de 9 de octubre de 1925 publicada en el Registro Oficial No. 78 de 14 de octubre de 1925 y Ley 
Orgánica del Banco Central publicada en el Registro Oficial No. 283 de 12 de marzo de 1927.   
 53
sueldo básico, más los valores correspondientes al último pago mensual de los subsidios 
de antigüedad y de responsabilidad51, apreciándose que desde sus inicios una pensión 
mensual del Banco Central del Ecuador resultaba muy atractiva, ajena a la realidad de las 
pensiones del seguro social obligatorio contemplada en la Ley de Seguridad Social. 
El patrimonio del Fondo de Pensiones Jubilares de los empleados, jubilados y 
pensionistas del Banco Central del Ecuador estaba compuesto de conformidad con el 
artículo 19 del Reglamento de Pensiones, de la siguiente manera: 
 
a) Los aportes individuales de los empleados y pensionistas. 
b) Los aportes que hacia el Banco Central del Ecuador y a los que estaba obligado como 
patrono. 
c) Las utilidades que se obtenían por la inversión de los recursos del fondo. 
d) Los activos netos que mantenía a la fecha de vigencia de esta Resolución el ex-Fondo 
del Seguro Adicional del Banco Central. 
e) Las acciones, pensiones, muebles e inmuebles que a título gratuito u oneroso adquiera 
el Fondo; y, 
f) Otras aportaciones que reciba el Fondo52. 
 
También se crea con este reglamento el Consejo de Administración, que era el 
organismo encargado de administrar el Fondo, presidido por el Subgerente General, 
Gerente de División Administrativa, Gerente de División Financiera, el Administrador 
del Fondo y otras autoridades encargadas de velar por el correcto uso de los recursos con 
los que contaba esta institución de naturaleza privada. 
Es importante resaltar que para la obtención del derecho a la pensión jubilar 
(jubilación ordinaria de vejez), el empleado del Banco Central del Ecuador debía acreditar 
25 o más años de servicios en la Institución, aportar al Fondo y tener al menos 50 años o 
más de edad; y, para la pensión especial reducida los requisitos eran tener 25 años de 
servicios y 45 años de edad. 
Posteriormente, con Resolución JM-484-BCE de 06 de mayo de 1993, se reforma 
la Resolución JM-446-FPJ para la obtención del derecho a la pensión jubilar de vejez, 
reduciendo de 25 años a 20 o más años de servicio y manteniéndose los 50 años de edad 
como requisito de edad. 
Con Resolución JM-543-BCE de 20 de junio de 1995, se modifica nuevamente 
las condiciones para obtener la jubilación ordinaria por vejez, estableciéndose que por 
                                                 
51 Artículo 5 del Reglamento del Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central del Ecuador de 23 de 
marzo del 2001, 2. 
52 Artículo 19 del Reglamento del Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central del Ecuador de 23 de 
marzo del 2001, 7. 
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esta vez, se debe acreditar 65 puntos entre años de edad y años de servicio en el Banco 
Central del Ecuador y mínimo 20 años de servicios con aportes al Fondo de Pensiones.  
Es decir, empleados desde los 45 años de edad, podía acogerse a este beneficio, como en 
efecto sucedió.  Incluso había la posibilidad de comprar pre requisitos para acceder a la 
jubilación del Banco Central del Ecuador a edades inferiores a los 45 años de edad. 
En fin, las condiciones para la obtención de las pensiones de jubilación desde 1992 
hasta 1998 se iban modificando siempre a la baja y bajo excepciones, sin existir sustento 
legal, técnico o actuarial; peor aún, se incrementaron los porcentajes de las pensiones en 
varias resoluciones expedidas por la Junta Bancaria, en un 22, 33 y hasta en un 100 por 
ciento, por lo que resultó cuestionable el alcance de la autonomía53 que el Banco Central 
del Ecuador mantenía, puesto que se emitían normas a gusto y conveniencia de los 
beneficiarios, inclusive de las altas autoridades del referido organismo. 
 
3.3. Transformación del Fondo de Pensiones Jubilares al Fondo Complementario 
Previsional Cerrado de Empleados, Jubilados y Pensionistas del Banco 
Central del Ecuador 
 
El Directorio del Banco Central del Ecuador, mediante Resolución DBCE-155-
FPJ, de 07 de enero del 2004, transforma el Fondo de Pensiones Jubilares de los 
Empleados, Jubilados y Pensionistas del Banco Central del Ecuador en un Fondo 
Complementario Previsional. 
No olvidemos que conforme el artículo 61 de la Constitución Política de 1998, se 
consideraba la opción de los trabajadores a acogerse a los seguros complementarios, 
ajenos al seguro administrado por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, con el 
propósito de proteger contingencias de seguridad social no cubiertas por el seguro social 
obligatorio o de mejorar sus prestaciones.  Consecuentemente, la creación de estos 
fondos fue una facultad constitucional para aquellas instituciones privadas o públicas que 
las podían crear, tal y como aconteció con el Fondo de Pensiones Jubilares de los 
                                                 
53 La autonomía es la facultad de decidir en última y definitiva instancia sobre las materias que son de su 
competencia, pero, desde luego, sujetándose a las disposiciones de las normas legales y reglamentarias 
vigentes, en consecuencia, la autonomía no da lugar a actos discrecionales, ni menos aún arbitrarios.  
Adicionalmente, la autonomía no exime a la entidad pública autónoma de la sujeción a las normas 
constitucionales y jurídicas nacionales y a los controles de legalidad ejercido por organismos especializados 
de control del Estado, Gaceta Judicial.  Año CIII.  Serie XVII.  No. 8. Página 2570.  (Quito, 8 de febrero 
de 2002).  Drs. Luis Heredia Moreno.-José Julio Benítez A. Marcelo Icaza Ponce (Conjuez Permanente) de 
la Corte Suprema de Justicia. 
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Empleados, Jubilados y Pensionistas del Banco Central del Ecuador que posteriormente 
pasó a establecerse como un Fondo Complementario Previsional, entre otros fondos 
complementarios públicos54. 
Lo cuestionable es que mediante esta resolución se deroga toda la anterior 
normativa que tuvo que ver con el manejo de las pensiones del Banco Central del 
Ecuador, provocando una ruptura irreversible al sistema de pensiones de esa fecha, ya 
que se establecieron tres mecanismos administrados por distintas autoridades para regular 
su manejo. 
Primero, se procedió a derogar todas las disposiciones relacionadas con los 
derechos de jubilación reconocidos hasta ese momento, y a partir del 07 de enero del 2004 
se dispone la creación de un Fondo Complementario constituido con los ahorros de los 
empleados hasta esa fecha, salvando el derecho de aquellos servidores que se separasen 
de la Institución a quienes se les rembolsaría sus aportes personales. 
Segundo, los nuevos empleados del Banco Central del Ecuador a partir del 2004, 
por su voluntad, tenían la facultad de afiliarse al Fondo Complementario Cerrado a 
crearse; y tercero, se consideraba que todos aquellos servidores que se hayan jubilado 
hasta enero del 2004, mantendrían sus beneficios. 
Otro aspecto relevante es que la Resolución SBS-2004-740, de 20 de septiembre 
de 2004, emitida por el Superintendente de Bancos y Seguros, órgano regulador, 
supervisor y de vigilancia de dichos Fondos, de conformidad con el artículo 306 de la Ley 
de Seguridad Social vigente a esa fecha, resolvió sustituir el Capítulo III “Normas para el 
registro, constitución, organización, funcionamiento y liquidación de los fondos 
complementarios provisionales”, estableciéndose los requisitos que los servidores debía 
poseer para poder ser partícipes del Fondo Complementario Previsional, entre los cuales 
se encontraban el aporte inicial, monto de los activos del Fondo, estudio económico 
financiero y actuarial actualizado que demuestre la viabilidad del Fondo Complementario 
y plan estratégico. 
Sin embargo de estos requisitos, realizada la auditoría por la compañía Price 
Water House Coopers, y otros auditores internos del banco, llegaron a la conclusión que 
en muchos de los casos, los pensionistas no cumplían estos requisitos, por lo que el 
                                                 
54 Por dar unos pocos casos se constituyeron el Fondo Complementario Previsional Cerrado del Ministerio 
del Ambiente, Fondo de Cesantía Privado del Personal de la Función Judicial FCPC, Fondo 
Complementario Previsional Cerrado de los Servidores Públicos de la Procuraduría General del Estado, 
Fondo Privado de Cesantía de la Contraloría General del Estado, entre otros. 
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documento de constitución no tuvo mucha importancia al momento en que los servidores 
querían acogerse a este Fondo. 
Dentro de los estudios actuariales practicados al Fondo se determinó que el valor 
actuarial presente de los beneficios previstos en las disposiciones aplicables fue estimado 
por el Fondo con base en un estudio actuarial independiente, preparado por un consultor 
de la firma PrimAmerica Consultores, efectuado con datos al 31 de diciembre del 2003 y 
presentado y actualizado en junio del 2004, que fue presentado en un medio magnético 
sin firma de responsabilidad, y sin observaciones de la Superintendencia de Bancos y 
Seguros, con lo cual no existieron sustentos técnicos consistentes actualizados que 
demuestren la viabilidad del fondo complementario provisional, requisito indispensable 
para su sostenibilidad. 
Por estos motivos, resulta importante conocer y analizar el oficio INSS-2008-772 
de 19 de agosto de 2008, suscrito por el Intendente de Seguridad Social de la 
Superintendencia de Bancos y Seguros, concerniente a la auditoría practicada al Fondo 
de Pensiones Jubilares del Banco Central del Ecuador, documento que sirvió de base para 
que posteriormente se cierre este y se ajusten las pensiones jubilares. 
 
3.4. Oficio No. INSS-2008-772 de 19 de agosto de 2008 
 
A continuación nos referiremos al oficio No.  INSS-2008-772 de 19 de agosto de 
2008, suscrito por el Intendente de Seguridad Social de la Superintendencia de Bancos y 
Seguros55, relacionado a la auditoría al Fondo Complementario Previsional Cerrado de 
los Empleados Jubilados y Pensionistas del Banco Central del Ecuador, documento 
jurídico mediante el cual se determinó varias inconsistencias de carácter técnico, 
económico y jurídico que conllevaron a que, mediante Resolución DBCE-226-FPJ, el 
Directorio del Banco Central del Ecuador extinga el Fondo Jubilar de la Institución y no 
otorgue pensiones jubilares de ningún tipo, salvo el caso de la jubilación patronal para los 
trabajadores amparados por el Código de Trabajo. 
                                                 
55 Cabe indicar que la Superintendencia de Bancos y Seguros tuvo la competencia para realizar la auditoría 
a este Fondo en virtud del artículo 306 de la Ley de Seguridad Social que disponía que las instituciones 
públicas y privadas integrantes del sistema nacional de seguridad social y del sistema de seguro privado, 
estaban sujetas a la regulación, supervisión y vigilancia de la Superintendencia de Bancos y Seguros.   
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Dentro de las observaciones jurídicas encontradas en este oficio se determinó que 
la Resolución No. DBCE-155 FPJ, de enero del 2004 que crea el Fondo Complementario 
Previsional Cerrado inobservó algunas normas jurídicas: 
 
1. La Constitución Política de la República del Ecuador: artículo 61. 
2. La Ley de Seguridad Social artículos: 1, 185; 201 y 222 
3. La Resolución SBS-2003-0757 de 7 de noviembre del 2003; ya que no detalla todas 
las prestaciones que va a conceder el FCP-BCE. 
 
Consagró privilegios como el acogimiento de la jubilación de los funcionarios, sin 
sustento en las Leyes de Seguridad Social vigentes, entre las cuales estuvieron, acreditar 
20 o más años de servicio y 45 años o más de edad, que la pensión mensual jubilar se 
calculaba tomando en cuenta la última remuneración y el tiempo de servicio que hay 
tenido el pensionista hasta el 31 de diciembre del 2003,compra de requisitos para 
completar los 20 años de servicio y 45 años de edad, pago por compra de requisitos 
mediante cancelación de haberes, pensiones jubilares que se pagaban hasta en un 100% 
de los ingresos percibidos, 
Reconocer derechos no previstos en normal legal, (Estatuto del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado de noviembre de 2004), en total violación a las 
contingencias de vejez que disponía el artículo 112 del Estatuto de la Ley de Seguro social 
Obligatorio, vigente a esa fecha, que contemplaba que para acogerse al derecho a la 
jubilación se debía cumplir como requisitos tener 55 años de edad y justificar 30 años de 
servicio, a los Tratados Internacionales sobre la materia, y la Constitución Política de la 
República del Ecuador, de esa fecha. 
Mantener un régimen diferenciado al régimen del Seguro Social Obligatorio, 
reconociendo una contingencia de vejez no sustentada en ningún cuerpo normativo. 
Adicionalmente, los Directivos del Banco Central del Ecuador formaron parte del 
Consejo Directivo de una persona jurídica de derecho privado, lo que estaba totalmente 
prohibido de conformidad con el artículo 70 de la Ley Orgánica de Régimen Monetario, 
que no facultaba al Gerente General del Banco Central del Ecuador poder constituir o 
formar parte de personas jurídica de derecho privado. 
La Resolución JM-446-FPJ del 09 de junio de 1992, con la cual se expide el 
Reglamento del Fondo de Pensiones Jubilares, estableció el tiempo de 25 años mínimo 
de servicio al Banco Central para acceder a la jubilación ordinaria de vejez, con una edad 
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mínima de 50 años, disminuyendo los requisitos que previamente ya constaban dentro de 
las normas de Seguridad Social. 
Un punto muy importante en el que se hace hincapié en este oficio es que el Banco 
Central del Ecuador nunca contó con estudios actuariales previos para autorizar las 
asignaciones correspondientes al incremento de las pensiones jubilares, tampoco hubo el 
suficiente sustento técnico lo que desemboco en un déficit y necesidad de mayor 
disponibilidad por parte del Banco Central del Ecuador. 
La Resolución No.- JM-490-BCE del 24 de agosto de 1992, modifica el artículo 
5 de la Resolución JM-446-FPJ que textualmente manifiesta lo siguiente: “[…] Se define 
como ingreso pensionable al 90% del último valor pagado, gastos de representación, 
gastos de residencia y subsidios de responsabilidad más el valor correspondiente al último 
pago del subsidio de antigüedad […]”56. 
Además, esta resolución en su artículo 4, autorizó al Banco Central del Ecuador 
para que incremente su presupuesto de 1993, la partida correspondiente a jubilaciones a 
la cantidad de 10.000 millones de sucres con cargo a superávit proyectado.  Todo lo cual 
se contraponía a lo que disponía el artículo 97, literal g) de la Ley de Régimen Monetario 
del 07 de mayo de 1992, referente a las operaciones no autorizadas. 
Dentro de la resolución No.  JM-543-BCE del 20 de junio de 1995 y la resolución 
No.  JM-558-BCE, primera en la que se incluyó la compra anticipada de aportes y en la 
segunda la Compensación por Indemnizatoria voluntaria, resoluciones internas que se 
contraponían a la Ley de Seguridad Social y la Ley de Régimen Monetario, vigentes en 
esa fecha. 
De la misma manera, mediante la emisión de las resoluciones JM-642-BCE de 
1998, la DBCE-064-D-BCE del 2000, la DBCE-090-FPJ del 2001, existieron 
irregularidades injustificadas, ya que se autorizó el incremento en un 100% a los 
pensionistas que habían desempeñado funciones de Gerente o Subgerente General de la 
Institución, se autorizó al Gerente General del Banco Central del Ecuador para que 
transfiera recursos de una partida presupuestaria con fines específicos para el Proceso de 
Desvinculación a otra de naturaleza totalmente distinta, destinada al Fondo de Pensiones 
Jubilares del Banco Central del Ecuador, reguladas por leyes totalmente diferentes. 
Otro de los puntos de irregularidad que indica este oficio, fue el cobro de las 
garantías hipotecarias que habían hecho los pensionistas del Fondo de Pensiones 
                                                 
56 Oficio INSS-2008-772 de 19 de agosto del 2008, 5 
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Jubilares, por lo cual el Banco Central del Ecuador estaba facultado para mediante acción 
coactiva cobrar los valores adeudados, pero era totalmente contrario a lo dispuesto en el 
artículo 88 de la Ley Orgánica de Régimen Monetario a la fecha vigente, donde 
únicamente se autorizaba ejercer esta acción para recaudar los créditos y otras 
obligaciones propias de sus funciones. 
En cuanto a las observaciones de los Estados financieros del FCPC de empleados 
Jubilados y Pensionistas del Banco Central del Ecuador, se señaló que los Estados 
Financieros de los períodos económicos 2005, 2006 y 2007 incumplieron algunas normas 
legales que evidencia la falta de legalidad de los mismos entre los cuales tenemos: 
 
1. Incumplimiento de la Norma Ecuatoriana de Contabilidad NEC 1, que establece que 
los Estados Financieros deben estar firmados por un Contador Público y el 
representante legal del fondo. 
2. El FCPC-BCE, era una persona jurídica de derecho privado y sus fondos eran 
administrados en la cuenta corriente FLAR, que únicamente la pueden utilizar los 
Bancos Centrales e instituciones publicas 
3. Incumplimiento del artículo 4 de la sección II de la Resolución SBS-2004-740 del 
2004 referente a los comités de Riesgos e Inversiones. 
4. El manejo del portafolio de inversiones, dependía de la estructura administrativa del 
Banco Central del Ecuador lo que le permitía beneficiarse de las prerrogativas de 
inversión propias de un Banco Central. 
5. No se dejaba por escrito los cambios realizados en las Tablas de Amortización, lo que 
demostraba una falta de control interno para consolidar la información. 
6. No existió una política de avalúos para el control del uso de recursos. 
7. No existieron justificativos de avances de obra lo que incumple con el artículo 22 del 
instructivo de crédito. 
8. Los porcentajes de desembolsos por anticipo eran superiores al límite establecido. 
9. El Banco Central del Ecuador en los años 2004 y 2005 canceló intereses por los rubros 
de $5,605.820 y $3,964.118,40 a favor del Fondo de Pensiones y al FCPC-BCE, lo 
que era totalmente ilegal conforme la disposición del artículo 222 de la Ley de 
Seguridad Social vigente en esa fecha. 
10. Las pensiones jubilares en curso de pago del FCPC-CBE se tomaron en base a las 
resoluciones emitidas entre el año 1994 y el 2004, basadas en una errónea 
interpretación de la autonomía57 que tenía el Banco Central del Ecuador. 
 
Es notorio que el Fondo Complementario Previsional Cerrado del Banco Central 
del Ecuador no tuvo una correcta administración contable, más aún si este organismo de 
naturaleza privada, debía ser manejado independientemente del gobierno y estructura del 
Banco Central del Ecuador. 
                                                 
57 Jorge Enrique Romero-Pérez, Estado: Estructuras y Funciones, San José de Costa 
Rica://revistas.ucr.ac.cr/index.php/juridicas/article/viewFile9760/9206 se expresa básicamente que las 
instituciones autónomas eran Estados centros del estado que constituían un archipiélago organizacional y 
que carecían de dirección política. 
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Respecto a los aspectos actuariales el punto 2.43 del oficio No. INSS-2008-772, 
manifiesta lo siguiente: 
 
El estudio actuarial del FCPC-BCE presentado por Logaritmo Cía.  Ltda., al 31 de 
diciembre del 2006, en relación al régimen de beneficio definido, presenta un superávit 
actuarial de USD 770.768, principalmente por el aporte institucional que cubre el 60% de 
los pasivos actuariales.  Dicho aporte es pagado al Fondo por parte del Banco Central y 
con corte al 31 de diciembre del 2007 se adeudan aproximadamente 50 millones de 
dólares […]58 
 
Se concluyó que existieron beneficiarios privilegiados con prestaciones 
sumamente excesivas, que fueron el producto de las modificaciones que realizó la 
Comisión Ejecutiva de la Junta Monetaria mediante la resolución No. JM-484-BCE, que 
estableció la tasa del reemplazo al 75% con solo 20 años de aporte.  Cabe agregar que la 
pensión se determinó tomando como base el 90% del último sueldo básico más gastos. 
El 07 de enero del 2004, el fondo de pensiones paso del régimen de beneficio 
definido al de capitalización individual, por lo cual las prestaciones serían pagadas en 
base al monto individual que cada uno de los beneficiarios haya acumulado. 
El Fondo de Pensiones bajo el régimen de beneficio definido establecido desde 
1964 hasta el 2004, no tuvo correspondencia entre aportaciones y prestaciones, lo que 
permitía que arbitrariamente las tazas de cotizaciones de los trabajadores y el resto del 
financiamiento cargarlo al empleador. 
El Fondo de Pensiones Jubilares había establecido requisitos muy ventajosos para 
poder acceder a la jubilación por vejez, permitiendo de esta manera que un 65% de 
jubilados a la fecha de elaboración de este oficio59, lo hicieran a una edad entre los 45 y 
55 años de edad en el periodo de 1992 al 2004.  Lo que indicaba que 124 personas 
adquirieron el derecho a la jubilación antes de cumplir 45 años, contraviniendo la propia 
Resolución JM-446-FPJ del 03 de junio de 1992, norma que regula la creación y aportes 
del Fondo. 
En el año de 1992 los requisitos para poder acogerse a los beneficios de la 
jubilación se redujeron en tal medida que con 25 años de servicio y 50 de edad se podía 
acoger a este beneficio, igualmente en el año de 1993 nuevamente se disminuyen a 20 
años de servicio y 45 de edad. 
                                                 
58 Oficio INSS-2008-772 de 19 de agosto del 2008, 13 
59 Total 1283 jubilados por vejez, se exceptúan jubilados por invalidez y pensionistas por orfandad y 
montepío.   
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Se mencionó que todos estos cambios no tenían una base jurídica, ni técnica, por 
lo que no se observó el aumento en la esperanza de vida, aumento en los años de edad 
mínima o de aporte, que no respeta las normas pre-existentes para su regulación. 
El consultor Rodrigo Acuña y la Compañía Actuaria Consultores, realizó un 
estudio de las diferencias que existían entre los costos de jubilación del Fondo del Banco 
Central y del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, llegando a la siguiente 
conclusión: 
 
La edad promedio de jubilación de los partícipes pasivos del Fondo es de 51 años de edad, 
lo que nos sirve de referencia para comprender el efecto en el costo pensional ya que se 
deben pagar pensiones por 25 a 30 años, a diferencia del sistema de pensiones tradicional 
donde la vejez es una contingencia que se alcanza a los 60 y 65 años de edad […]60 
 
El costo de las pensiones jubilares por vejez se determinó en aproximadamente 
$101,595.643; y, el costo actual individual de las pensiones vitalicias varían entre $45.441 
hasta un máximo de $779.410. 
En otras palabras, los incrementos a las pensiones jubilares no obedecieron a un 
cálculo real y racional que permita una permanencia de este Fondo, peor aún, si 
consideramos las tempranas edades de jubilación, este Fondo tenía que cancelar 
mensualmente muy buenas pensiones por alrededor de 30 años a sus partícipes, resultando 
insostenible. 
Adicionalmente, es bastante discutible que si el beneficio pos laboral era el 
obtener una pensión de “jubilación adicional”, dicho beneficio debía otorgárselo cuando 
la capacidades físicas e intelectuales de los trabajadores empezaban a reducirse, por lo 
que en mi opinión, resultaba de lo más anticipado que sus trabajadores pasen a la 
población pasiva estando aún en posibilidades para seguir laborando. 
Finalmente, con el propósito de corregir las observaciones detectadas por la 
Superintendencia de Bancos y Seguros, se dispuso al Directorio del Banco Central del 
Ecuador y al Consejo de Administración del FCPC-BCE, lo siguiente: 
 
1. Modificar la escritura de constitución del Fondo Complementario Previsional Cerrado 
de los Empleados, Jubilados y Pensionistas del Banco Central del Ecuador del 25 de 
enero del 2005, para que únicamente se constituya con los aportes voluntarios de los 
partícipes. 
                                                 
60 Oficio INSS-2008-772 de 19 de agosto del 2008, 16 
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2. Abstenerse de dictar normativa en materia de Seguridad Social no contemplada en la 
Constitución Política de la República del Ecuador, en la Ley de Seguridad Social y en 
el Código del Trabajo. 
3. Se solicita la revisión de las pensiones jubilares concedidas a partir del año 1993. 
4. Para el reconocimiento de los derechos prestacionales y el pago de pensiones debe 
considerarse aspectos como la edad, tiempo de servicio, base de cálculo y tasa de 
reemplazo. 
 
Como podemos evidenciar en esta parte, frente a todas las observaciones 
señaladas en los aspectos técnico, económico y jurídico, la revisión de las pensiones 
jubilares concedidas era inevitable, pues como se evidenció en este capítulo se 
determinaron inconsistencias para su acceso y en sus incrementos, tomando en cuenta 
como referencia las disposiciones de la Ley de Seguridad Social, de ese entonces vigente. 
Dentro de las medidas de carácter financiero, al Fondo Complementario 
Previsional Cerrado se le reconoció como una persona jurídica de derecho privado, por 
lo cual no podía seguir utilizando los sistemas operativos del Banco Central del Ecuador 
por ser un ente del derecho público.  Tampoco podía mantener sus Fondos en la cuenta 
corriente del FLAR (Fondo Latinoamericano de Reservas), ya que son cuentas de uso 
exclusivo del Banco Central del Ecuador, ya en ese entonces a la fecha de la emisión de 
dicho oficio, institución reconocida constitucionalmente como pública. 
Entre las disposiciones más coyunturales estaban que las inversiones deberían 
enfocarse al mercado nacional y solo por excepción, en el exterior en cumplimiento de la 
Ley de Seguridad Social y la Ley de Compañías y Seguros.  Además para llevar el control 
de la cartera de inversiones se procedió a implementar procesos para la revisión de las 
carpetas de los sujetos de crédito para recopilar información sobre la concesión y la 
administración de conformidad con el respectivo instructivo. 
Respecto al patrimonio y el déficit actual del FCPC-BCE (Fondo Complementario 
Previsional Cerrado del Banco Central del Ecuador), se estableció que el patrimonio de 
$83.420.000,00 debía ser corregido mediante un ajuste contable ya que no respondía a 
una realidad económica visible, además de que la cuenta por cobrar estaba en $70.028.574 
del Balance General del FCPC-BCE al 31 de diciembre del 2007; y por último los 
intereses que se transfirieron al FCPC-BCE por un monto de $9.569.938,05 registrados 
en el activo del estado financiero al 31 de diciembre del 2007, también debían ser 
corregido ya que su origen no está debidamente justificado con un convenio o contrato, 
en el cual se haya estipulado el reconocimiento de intereses. 
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Finalmente, El Directorio del Banco Central del Ecuador, procedió a dictar la 
Resolución DBCE-226-FPJ de 04 de marzo de 2009, en la que se deroga la Resolución 
DBCE-155-FPJ de 7 de enero de 2004 que sirvió de sustento para la creación del Fondo 
Complementario Previsional Cerrado de los Empleados, Jubilados y Pensionistas del 
Banco Central del Ecuador. 
Asimismo, mediante Resolución DBCE-227 de 04 de marzo del 2009, el 
Directorio del Banco Central del Ecuador ordenó la revisión de las pensiones de los 
empleados y ex servidores jubilados, que estaba dispuesta por el Intendente Nacional de 
Seguridad Social de la Superintendencia de Bancos y Seguros; y la eliminación de las 
pensiones jubilares del “[…].LISTADO DE 124 JUBILADOS QUE LO HICIERON 
ANTES DE CUMPLIR 45 AÑOS DE EDAD (POR LO QUE COMPRARON 
PREREQUISITOS) […]”61. 
 
3.5. Análisis de la Ley Reformatoria a la Ley de Régimen Monetario y Banco del 
Estado (Eliminación del Fondo, Supresión y Reducción de Pensiones 
Jubilares de los ex empleados del Banco Central del Ecuador) 
 
La Asamblea Nacional, al amparo de su facultad prevista en el numeral 6 del 
artículo 120 de la Constitución del 200862, expidió la Ley Reformatoria a la Ley de 
Régimen Monetario y Banco del Estado publicada en el Registro Oficial No.  40 de 5 de 
octubre de 2009, en la que, en su Disposición General Tercera, contempló entre otras 
cosas, el reajuste de las pensiones jubilares que venían percibiendo los ex empleados, 
jubilados y pensionistas del Banco Central del Ecuador, disponiendo lo siguiente: 
 
TERCERA.- El Banco Central del Ecuador no concederá a sus actuales y a sus futuros 
servidores, bajo ninguna circunstancia, beneficios de jubilación, orfandad, montepío, 
préstamos y demás beneficios cuya prestación corresponde exclusivamente al Seguro 
Social. 
Las pensiones que por jubilación, montepío, viudedad, invalidez, etc., cuyo pago 
actualmente es asumido por el Banco Central del Ecuador, se reajustarán a partir de la 
vigencia de esta Ley de acuerdo a los montos máximos permitidos por la Ley de 
Seguridad Social en cuanto los beneficiarios cumplan también con los requisitos previstos 
en la indicada Ley. 
                                                 
61 Artículo 2 de la Resolución DBCE-227-FPJ de 04 de marzo del 2009. 
62 Constitución de la República del Ecuador, Artículo 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes 
atribuciones y deberes, además de las que determine la ley: 6.  Expedir, codificar, reformar y derogar 
las leyes, e interpretarlas con carácter generalmente obligatorio. 
 64
Para aquellos ex empleados que reciban estos beneficios por haber cumplido únicamente 
los requisitos de las resoluciones de la Junta Monetaria o del Directorio del Banco Central 
del Ecuador, se les pagará únicamente y por todo concepto, una pensión que resulte 
proporcional al cumplimiento de los requisitos previstos para cada caso en la Ley de 
Seguridad Social. 
No tendrán derecho a percibir pensión de jubilación, o de ninguna otra naturaleza, 
aquellos ex empleados del Banco Central del Ecuador que compensaron en tiempo o 
pagaron aportes anticipadamente, como mecanismos para cumplir requisitos de 
jubilación; ni aquellos ex empleados del Banco Central del Ecuador que, habiendo sido 
miembros de la Junta Monetaria o el Directorio, aprobaron cualquiera de las resoluciones 
o regulaciones que guardan relación con esos sistemas de jubilación y de los cuales hayan 
resultado posteriormente beneficiados. 
La Contraloría General del Estado, en el término de treinta (30) días, establecerá los 
valores que actualmente existan en las cuentas del Banco Central del Ecuador afectadas 
al pago de pensiones jubilares, y que correspondan a: recursos aportados por el Banco 
Central, aportes de los servidores y rendimientos financieros; luego de lo cual, los valores 
correspondientes al aporte personal y los rendimientos que específicamente estos aportes 
personales hubieron generado, serán entregados a los servidores, en no más de sesenta 
(60) días, siempre que no existan deudas pendientes con el Banco Central por concepto 
de préstamos hipotecarios o por cualquier otro concepto, en cuyo caso procederá su 
inmediata compensación, los demás rubros serán reintegrados a las respectivas cuentas 
del Banco Central. 
 
En síntesis, esta resolución ordenó: 
 
 Que ningún empleado presente o futuro del Banco Central del Ecuador pueda obtener 
la pensión jubilar del Fondo Complementario Previsional Cerrado del Banco Central 
del Ecuador. 
 El reajuste de la pensiones jubilares de aquellos jubilados que cumplían con los 
requisitos de la Ley de Seguridad Social a los montos máximos permitidos de ésta. 
 El pago proporcional conforme a la Ley de Seguridad Social de aquellos jubilados que 
cumplían solo los requisitos del Banco Central del Ecuador. 
 La eliminación de las pensiones jubilares que aquellos jubilados que compraron 
requisitos y de las altas autoridades que suscribieron las resoluciones que dieron 
trámite al Fondo de Pensiones del Banco Central del Ecuador. 
 La determinación de los aportes patronales, personales y rendimientos financieros y la 
devolución de los aportes personales a los partícipes del Fondo de Pensiones del Banco 
Central del Ecuador. 
 
En cuanto al primer inciso de esta disposición, se elevó a Ley el artículo 3 de la 
Resolución DBCE-0226-FPJ de marzo de 2009 emitida por el Directorio del Banco 
Central del Ecuador, la cual disponía que el Banco Central del Ecuador no otorgue 
pensión de jubilación de ningún tipo a favor de sus actuales servidores, salvo el caso de 
la jubilación patronal para los trabajadores amparados en el Código de Trabajo. 
A mi juicio, se establece una disposición prohibitiva pues el Banco Central del 
Ecuador tuvo la facultad para crear un Fondo de Pensiones adicional o complementario, 
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sobre la base de las Constituciones de la República de 1946 y siguientes, artículo 220 de 
Ley de Seguridad Social de ese entonces, Convenio con el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social. 
Adicionalmente, puede entenderse que la disposición podía ser razonable para los 
futuros empleados del Banco Central del Ecuador, quienes no habían aportado al Fondo 
de Pensiones Jubilares y cumplido con los requisitos para la obtención de la jubilación 
del BCE. 
Para aquellos ex empleados que ya tenían sus pensiones institucionales, considero 
que ésta resulta desproporcionada, por cuanto su derecho a obtener las mismas obedeció 
a disposiciones constitucionales y reglamentarias anteriores a la reforma a la Ley de 
Régimen Monetario y Banco del Estado del año 2009, por lo que el permanecer con 
dichas pensiones debió haber permanecido en el tiempo. 
En cuanto al segundo inciso, se elevó a Ley, la disposición del Intendente de 
Seguridad Social de la Superintendencia de Bancos y Seguros contenido en el oficio No.  
INSS-2008-772 de 19 de agosto de 2008, de reajustar las pensiones en curso de pago a 
partir de 1993 por considerar que las mismas consolidaron un régimen diferenciado y 
excesivo, de acuerdo a los montos máximos establecidos por la Ley de Seguridad Social. 
En este punto, es importante hacernos la siguiente pregunta, ¿Este régimen 
pensional diferenciado y excesivo no estuvo acorde a la Ley de Seguridad Social? 
Era un régimen diferenciado, por cuanto fue un régimen paralelo o adicional 
reconocido constitucional y legalmente, pues era un Fondo Complementario Previsional 
Cerrado que pretendía mejorar o complementar al Seguro Universal mediante una renta 
o un monto único cumplidos los requisitos para su concesión. 
Por otra parte, si este era abusivo o excesivo, a mi juicio lo fue, en cuanto se 
establecieron requisitos muy favorables al trabajador con pensiones con montos mayores 
a las permitidas en la Ley de Seguridad Social.  Es muy cierto que este Fondo se creó de 
manera constitucional y legal y que su fin era el mejorar o complementar las pensiones 
del IESS; sin embargo, en la práctica fue un Fondo irreal que no observó los topes 
establecidos en la Ley, que precisamente debía hacerlo, así como no se practicaron 
estudios actuariales y económicos para su permanencia. 
Hubiera sido comprensible que si los aportes eran netamente personales, el Estado 
no debía intervenir en los mismos por lo que su injerencia hubiera sido totalmente 
violatoria a los derechos de propiedad privada.  En la especie, como puedo ser demostrado 
en la auditoría realizada por la Superintendencia de Bancos y Seguros, el Estado aportó 
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con considerables sumas, por lo que siendo recursos públicos, el Estado tenía la atribución 
para supervisarlos, de conformidad con el artículo 3 de la Ley Orgánica de la Contraloría 
General del Estado. 
Tampoco existió control o supervisión por parte de un organismo estatal ajeno al 
Banco Central del Ecuador, sino que, recién en el año 2008, la Superintendencia de 
Bancos y Seguros al efectuar la auditoría al Fondo de Pensiones del Banco Central del 
Ecuador encontró inconsistencias jurídicas, económicas y técnicas conforme se detalló en 
los subtemas anteriores. 
No cabe duda que el Banco Central del Ecuador era un organismo autónomo hasta 
antes de la Constitución del 2008, el cual podía a través de la Junta Monetaria y Directorio 
de aquellos tiempos, expedir resoluciones para la correcta administración del Banco 
Central del Ecuador; sin embargo, tampoco dichas normas le eximían de regirse por el 
ordenamiento jurídico constitucional y legal vigente, pues la autonomía que gozaba no 
era absoluta y tenía limitaciones, tal y como lo preveía el 305 de la Ley de Seguridad 
Social63. 
Por tanto, ¿Era constitucionalmente válido este reajuste? 
En este caso concreto, la disposición de reajuste de pensiones jubilares de quienes 
cumplieron los requisitos de la Ley de Seguridad Social, a mi criterio, es 
constitucionalmente válida, por cuanto las reglamentaciones internas emitidas por la 
Junta Monetaria y Directorio del Banco Central del Ecuador, no debían sobrepasar los 
límites legales establecidos en la Ley de Seguridad Social, contraviniendo el orden 
jerárquico de las normas y la propia autonomía del Banco Central del Ecuador. 
Se mantuvo y se garantizó el derecho al pago de pensiones jubilares a los ex 
empleados, de quienes a la vez cumplieron con los requisitos establecidos en el Banco 
Central del Ecuador y los de la jubilación de la Ley de Seguridad Social, existiendo 
respaldo en norma jurídica y no la discrecionalidad de las administraciones 
institucionales, siendo constitucional la medida adoptada. 
                                                 
63 Ley de Seguridad Social, Artículo 305.- RÉGIMEN APLICABLE.- Las entidades que integran el Sistema 
Nacional de Seguridad Social y las personas naturales y jurídicas que integran el Sistema de Seguro Privado, 
para su constitución, organización, actividades, funcionamiento y extinción se sujetarán a las disposiciones 
de esta Ley, a la Ley General de Seguros y su Reglamento, al Código Orgánico Monetario y Financiero y 
a las Resoluciones expedidas por la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, a la Ley de 
Mercado de Valores, al Código de Comercio, a la Ley de Compañías, en forma supletoria, y a las normas 
reglamentarias y resoluciones que para el efecto dicten los organismos de control creados por la 
Constitución Política de la República. 
 67
El punto crítico de este tema está en que estas pensiones fueron reducidas a los 
montos contemplados en la Ley de Seguridad Social, por ejemplo, un pensionista que 
tenía como monto de pensión del BCE la cantidad de USD 1.644.96 tuvo una reducción 
de USD 633.96 y un monto reajustado de USD 981.00 conforme la Ley de Seguridad 
Social, situación que en este caso a mi modo de ver fue constitucional, pues los montos 
del Banco Central del Ecuador no tuvieron estudios actuariales y económicos para su 
sostenibilidad. 
En este sentido, se emitió el Informe DRH-2009-2034 de 29 de octubre de 2009 
denominado “Ajustes de pensiones en aplicación a la Ley Reformatoria a la Ley de 
Régimen Monetario y Banco del Estado”, en el cual se establece los reajustes y la 
eliminación de pensiones jubilares en otros casos. 
Con relación al tercer inciso, al no existir sustento en la Ley de Seguridad Social, 
por parte de quienes únicamente cumplieron con los requisitos del Banco Central del 
Ecuador, considero constitucional el habérseles reconocido sus pensiones, pues si bien no 
tuvieron sustento en norma legal alguna, no existía razón válida que justifique la 
eliminación de sus pensiones jubilares, por lo que dicha medida fue la menos gravosa y 
proporcional. 
Con relación al cuarto inciso, se elevó a Ley, la disposición del Intendente de 
Seguridad Social de la Superintendencia de Bancos y Seguros y la Resolución DBCE-
227-FPJ de 4 de marzo de 2009, relacionada a 124 jubilados que obtuvieron la jubilación 
del Banco Central del Ecuador, comprando requisitos, tanto en edad como en tiempo de 
servicio, antes de cumplir 45 años de edad. 
En este caso, la opción de comprar requisitos, fue un abuso de autoridad, pues si 
todos estos fondos debían ampararse en la Ley de Seguridad Social, ésta no contemplaba 
ni actualmente prevé dicha figura, ya que todo sistema de seguridad social, ya sea el 
universal o el complementario, debe tener sustento actuariales que determinen 
técnicamente las edades para la jubilación y los montos de las pensiones a fin de mantener 
las mismas en el tiempo. 
En cuanto al inciso final, la Contraloría General del Estado mediante oficio 21901 
DA.1, de 18 de noviembre de 2009, estableció los valores que existieron en las cuentas 
del Banco Central del Ecuador, afectadas al pago de pensiones jubilares correspondientes 
a los recursos del Banco Central del Ecuador, aportes de los servidores y rendimientos 
financieros de éstos, determinando que los aportes estatales fueron de USD 75 337 252,54 
y los aportes de los servidores USD 7 951 074,81.  Estos valores fueron entregados a los 
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servidores menos la diferencia de las deudas que mantenía con el Banco Central de 
Ecuador las cuales debían ser compensadas. 
En este caso, era obvio que quienes habían tenido mayores aportaciones en el 
tiempo se sintieran perjudicados frente a aquellos quienes no lo hicieron, únicamente 
devolviéndose los aportes personales y los rendimientos de éste, por lo que se precauteló 
el derecho de propiedad de los pensionistas.  En cuanto a los aportes patronales 
consideramos que la razón para su no devolución, se debió a que estos montos iban a 
constituirse en el sustento económico para que puedan pagarse las pensiones de los 
jubilados del Banco Central del Ecuador. 
Consideramos que la norma expedida no afectó el derecho de propiedad, pues los 
jubilados del Banco Central del Ecuador conservaron su derecho de obtener una pensión 
jubilar mediante el pago mensual de sus rentas y también, mediante la devolución de los 
aportes personales y sus rendimientos.  Hubo afectación a los montos de sus pensiones 
puesto que las mismas no observaron los montos permitidos en la Ley de Seguridad 
Social, por lo que existió justificación razonable para emparejarlas a las establecidas 
mediante Ley ya que la propia hacía hincapié en que debía ser observada. 
En cuanto al derecho a la seguridad social no fue afectado como tal, pues el 
beneficio de recibir una pensión de jubilación (ordinaria) complementaria surge de la 
imposibilidad física e intelectual para trabajar, cosa que como se evidenció fue 
desproporcionado al poderse acoger a la jubilación del Banco Central del Ecuador desde 
los 45 años de edad, es decir, con plena facultad para laborar.  La medida tomada fue la 
menos rigurosa y a mi juicio proporcionada, pues los jubilados continuaron en la mayoría 
de los casos recibiendo sus pensiones de jubilación conforme los montos máximos 
permitidos en la Ley de Seguridad Social vigente de esa época, por lo que hubo razones 
suficientes para tomar tal decisión. 
Finalmente, en el caso de la eliminación y reducción de las pensiones de los ex 
empleados del Banco Central del Ecuador en mi criterio personal que no hubo 
regresividad de derechos, al no afectarse los derechos de propiedad y seguridad social 
conforme se ha señalado en los párrafos anteriores, pues era un caso en el que existió 









1. La regresividad de derechos sería la afectación al goce de un derecho 
constitucional a través de un acto normativo o de una política pública; por lo 
que, la prohibición de regresividad el impedimento para disminuir el alcance 
o cobertura de un derecho previamente establecido por las circunstancias que 
fueren. 
2. Los derechos sociales, al tratase de derechos de raigambre constitucional que 
protegen al ser humano en su integralidad y dignidad, dentro de un Estado 
social de Derecho, poseen una altísima importancia, pues surgen precisamente 
de la falta de igualdad y oportunidades con las clases privilegiadas, con el fin 
de garantizar al menos las necesidades básicas de la población, tendiendo por 
este mismo hecho una doble garantía: la prohibición de regresividad y la 
progresividad. 
3. El derecho a la seguridad social, al ser un derecho social o un meta derecho 
como lo he denominado, debe ser entendido como un mandato de 
optimización, es decir, como un derecho que debe garantizar la mayor 
cobertura frente a todo tipo de contingencia en beneficio del ser humano en 
su integralidad, en este sentido, debe ser regulado en su mayor alcance, 
observando la no regresividad y progresividad de derechos. 
4. Como ha determinado la jurisprudencia y la doctrina nacional e internacional 
siempre que exista regresividad de derechos, la regla general será su 
presunción de inconstitucionalidad, por ello, en todos los casos 
jurisdiccionales la carga argumentativa y probatoria será alta por parte del 
Estado; sin embargo, se ha reconocido que la prohibición no podría ser 
absoluta, en tal razón, los argumentos de la defensa de un acto regresivo 
deberá comprobar la razonabilidad y proporcionalidad, demostrándose la 
existencia de un interés legítimo, el carácter imperioso de la medida; y la falta 
de mecanismos menos restrictivos de los derechos sociales de los 
trabajadores. 
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5. La doctrina y la jurisprudencia nacional e internacional han establecido entre 
otros aspectos que permiten determinar la regresividad de un derecho, la 
injerencia en el contenido mínimo esencial y contenido esencial de un 
derecho; sin embargo, resulta en la práctica controversial establecer los 
contenidos de un derecho pues podríamos recaer en el plano de la subjetividad 
y arbitrariedad.  Frente a este panorama, lo importante es conocer los 
contenidos mínimos universales de un derecho, por los cuales sin estos deja 
de ser tal. 
6. No cabe duda que frente a todas las teorías para el establecimiento de 
parámetros o límites de afectación de un derecho, la más clara y sensata a mi 
juicio es la justificación razonable, por lo que llevará por parte del Estado 
determinar la necesidad, idoneidad y la proporcionalidad de la medida. 
7. En el caso en análisis de la reducción de las pensiones jubilares de los ex 
empleados del Banco Central del Ecuador, el origen de sus pensiones tuvo 
sustento constitucional y legal, pues en sus inicios se las promovió como una 
pensión adicional y complementaria a la del Seguro Social Obligatorio.  
Posteriormente, debido a la naturaleza jurídica del Banco Central del Ecuador 
y a su autonomía, la Junta Monetaria y el Directorio del Banco Central del 
Ecuador estuvieron plenamente facultados para expedir normativa interna 
para su constitución y regulación; sin embargo, el punto de quiebre comienza 
cuando se expiden disposiciones sin sustentos técnicos o actuariales que 
incrementaron dichas pensiones incluso modificando requisitos previamente 
establecidos por los referidos organismos. 
8. Desde mi punto de vista, la norma que ajustó las pensiones jubilares, 
Disposición General Tercera a la Ley Reformatoria a la Ley de Régimen 
Monetario y Banco del Estado, no afectó el núcleo esencial y derechos de 
propiedad y seguridad social de los ex empleados del Banco Central del 
Ecuador, pues el deber de otorgar y conservar este se mantuvo intacto, pues 
las pensiones jubilares tenían el propósito de ser un seguro adicional 
complementario, segundo, porque todas las prestaciones de seguridad social 
del seguro social obligatorio nunca fueron reducidas por lo podían 
beneficiarse de dichas prestaciones, es más, sólo 124 personas que compraron 
prerrequisitos conforme lo determinó el Intendente de Seguridad Social de la 
Superintendencia de Bancos y Seguros fueron suprimidas de dichas 
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pensiones, a los otros restantes únicamente se les reajustó los montos 
establecidos en la Ley de Seguridad Social vigentes, conservando sus 
pensiones jubilares mensuales del Banco Central del Ecuador en proporción 
con sus aportes.  Cabe resaltar que con el propósito de no afectar otros 
derechos conexos, cuando se liquidó el Fondo de Pensiones se devolvieron 
los aportes patronales y los rendimientos que estos generaron en el tiempo. 
9. Dentro de un Estado de Derecho, todas las personas, naturales y jurídicas 
deben someterse al respeto de la Constitución y la Ley, y de ninguna manera, 
puede haber justificaciones en la inobservancia de estos cuerpos normativos 
en base a la autonomía que gozaba el Banco Central del Ecuador.  Inclusive, 
la doctrina y jurisprudencia coinciden en que la autonomía institucional se 
enfoca a aspectos meramente técnicos, por lo que a mi modo de ver existió 
abuso de esta independencia para regularizar aspectos fuera del propio giro 
del negocio de dicha Entidad; siendo la reducción de pensiones jubilares 
constitucional. 
10. Los Fondos Complementarios Previsionales Cerrados, en el Ecuador son una 
manera complementaria o adicional de mejorar las contingencias no cubiertas 
por el Seguro Social Obligatorio, que como todas personas naturales, jurídicas 
y de derecho público deben aplicar la Constitución y las Leyes pertinentes, así 
como sus reglamentos legalmente aprobados por la Superintendencia de 
Bancos y Seguros. 
11. El Fondo de Pensiones Jubilares del Banco Central del Ecuador fue un seguro 
especial, constituido constitucional y legalmente para que todos sus 
empleados puedan beneficiarse de sus pensiones y mejorar las prestaciones 
no cubiertas por el IESS; sin embargo, la expedición de normativa interna 
alejada del ordenamiento jurídico provocó montos pensionales excesivos que 
no contaron con estudios actuariales y económicos para su sostenibilidad, 
existiendo abuso de derecho.  Si hubiese existido el respeto y observación de 
las normas pertinentes y de las propias del Banco Central del Ecuador, muy 
posiblemente este Fondo se hubiese mantenido o hubiese pasado como 
muchos otros a ser administrado por el Biess, garantizándose su permanencia.  
No olvidemos que este Fondo no era privado pues contaba dentro de sus 
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